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RESUMEN 
 
En el presente informe pretendemos establecer la adecuada conformación de los sujetos 
colectivos que integran una negociación colectiva por rama de actividad, esto es, tanto los 
representantes de los trabajadores como los del empleador. Para tal efecto, se desarrollará los 
conceptos de representación, representatividad, capacidad negocial y legitimidad. De igual 
manera, daremos cuenta del límite a la libertad de afiliación positiva. Por otra parte, 
advertiremos los vicios de motivación incurridos por la Autoridad Administrativa de Trabajo 
(AAT, en adelante), para lo cual analizaremos el valor probatorio de las actas de infracción e 
informes, así como la adecuada aplicación del principio de primacía de la realidad bajo los 
estándares de la debida motivación. Como hipótesis principal partimos de señalar que el 
Estatuto de la organización sindical limita la libertad de afiliación del trabajador a la organización 
u organizaciones que estime conveniente. Por tanto, en una negociación por rama de actividad, 
si el trabajador no cumple los requisitos del Estatuto del sindicato de rama no solo no puede 
afiliarse a dicha organización sindical, sino que el empleador (la empresa) no podrá ejercer la 
representación del trabajador limitando la posibilidad de un inicio de negociación colectiva por 
rama. 
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I INTRODUCCION 

 
El presente informe es el resultado de una rigurosa investigación en la normativa laboral vigente, 
la doctrina y la jurisprudencia. El motivo que despertó mi interés en el análisis de las 
problemáticas que abordaremos en los siguientes capítulos, reside en un interés personal por 
uno de los temas fundamentales, sino el más importante, en el derecho del Trabajo, este es, el 
derecho colectivo.  
 
En la cátedra del maestro Villavicencio, constantemente, se nos hizo hincapié en que los 
trabajadores pueden constituir y afiliarse a las organizaciones que estimen convenientes. Y, 
respecto a este primer enunciado, la doctrina es abundante. No obstante, se ha dado un notable 
menor desarrollo al límite que tiene este derecho, en cuanto a la libertad de afiliación positiva. 
Este límite es, ciertamente, la observancia de los requisitos establecidos en el Estatuto de la 
organización sindical. 
 
Así pues, el presente informe pretende, a través del expediente administrativo sub examine, 
ahondar en este límite al derecho a afiliarse a las organizaciones sindicales que se estimen 
convenientes. Puesto que, consideramos necesario definir reglas claras para que, so pretexto 
del fomento a la negociación colectiva, no validemos inicios de procedimientos de negociación 
colectiva allí donde no se ha acreditado la legitimidad negocial de las partes o sujetos colectivos. 
 
De igual manera, al analizar los fundamentos expuestos por la Autoridad Administrativa de 
Trabajo (AAT), evidenciaremos en el primer capítulo de nuestro informe si es que se han 
observado los estándares de una debida motivación, lo cual nos llevará a responder sobre cuál 
es el valor probatorio de las actas de infracción y si estas pueden ser usadas como fundamento 
único en detrimento de las pruebas y alegaciones formuladas por los administrados.  
 
En el segundo capítulo nos propondremos dar respuesta a la pregunta central debatida en el 
expediente sub examine, esto es, si se ha configurado válidamente el inicio de la negociación 
colectiva por rama de actividad entre SITENTEL y las empresas emplazadas. 
 
En este sentido, procedemos a desarrollar las problemáticas encontradas en el expediente 
analizado, así como a sustentar nuestra postura respecto a la controversia principal advertida 
en el párrafo precedente. 

II IDENTIFICACION DE LOS HECHOS MAS RELEVANTES: 

 

2.1 Antecedentes 

 
En el presente caso, se debate si el Sindicato de Trabajadores de las Empresas de Telefónica en 
el Perú (SITENTEL) puede negociar colectivamente a nivel de rama de actividad con las empresas 
Instalaciones Tendidos Telefónicos del Perú S.A. (IETETE PERU S.A.); Cobra Perú S.A. (COBRA); 
Consorcio Antonio Lari Mantto (LARI); y Emerson Network Power del Perú S.A.C. (EMERSON).  
 
Es oportuno señalar que las empresas antes referidas desarrollan distintas actividades 
productivas diferentes a los servicios de telecomunicaciones.  
 
Así las cosas, se ha de tener presente que la única relación con la actividad de 
telecomunicaciones que mantienen las empresas antes mencionadas se sustenta en contratos 
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de prestación de servicios suscritos entre aquellas y Telefónica del Perú. Es decir, las empresas 
antes referidas son CONTRATISTAS de Telefónica del Perú (esta última es una empresa dedicada 
a las telecomunicaciones). 
 
Por otro lado, conforme a su Estatuto, el Sindicato de Trabajadores de las Empresas de 
Telefónica en el Perú (SITENTEL) se constituyó como una organización sindical de rama de 
actividad que afilia y/o representa a todos aquellos trabajadores que prestan servicios en las 
empresas de Telefónica en el Perú y en las del sector de Telecomunicaciones (art. 15 del Estatuto 
de SITENTEL concordante con el art.1 del mismo cuerpo normativo). 
 
Es así que, con fecha 30 de octubre de 2010 SITENTEL presenta su pliego de reclamos 
correspondiente al periodo 2010-2011 ante la Sub Dirección de Negociaciones Colectivas del 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo a fin de dar inicio a una negociación por rama de 
actividad emplazando, de forma conjunta, a IETETE, COBRA, LARI y EMERSON.  
 
Por su parte, las empresas emplazadas se oponen al inicio de la negociación colectiva por rama 
de actividad con SITENTEL. Ello conllevó al inicio del procedimiento administrativo sobre inicio 
de negociación colectiva tramitado bajo el expediente Nº 142728-2010-MTPE/1/20.21 que, de 
manera sucinta procedemos a desarrollar en cuanto a sus actuaciones más relevantes. 
 
Mediante proveído de fecha 03 de noviembre de 2010 se tiene por presentado el pliego de 
reclamos de SITENTEL disponiéndose su notificación a las empresas contratistas a fin de iniciarse 
una negociación colectiva por rama de actividad. 
 
Frente a ello, el 15 de noviembre de 2010 IETETE presenta oposición al pliego de reclamos 
argumentando que SITENTEL no cuenta con capacidad de representación sindical. En suma, 
IETETE señala que no es ni empresa del grupo económico de Telefónica del Perú ni pertenecen 
al sector telecomunicaciones. Asimismo, refieren que SITENTEL carece de legitimidad para 
negociar a nivel de empresa ya que es un sindicato de rama de actividad. Finalmente, adjuntan 
resoluciones directorales de procedimientos administrativos anteriores sobre inicio de 
negociación colectiva a nivel de empresa solicitados por SITENTEL. 
 
De igual manera, el 15 de noviembre de 2010 EMERSON presenta oposición al pliego de 
reclamos señalando que NO realizan telecomunicaciones, por lo que no puede ser emplazada 
acorde al art. 5° LRCT. El hecho de ser contratista de Telefónica (TDP, en adelante) no la vuelve 
empresa de telecomunicaciones ni parte de su grupo de empresas. Aparejan procedimientos de 
inicio de negociación colectiva previos que fueron contrarios a SITENTEL. Finalmente, EMERSON 
alega que un sindicato de rama no puede negociar a nivel de empresa y que NO existe ningún 
acuerdo de partes para negociar por rama de actividad. 
 
El 18 de noviembre de 2010 LARI presenta oposición al pliego de reclamos sosteniendo que, 
conforme al art. 44° LRCT, un sindicato de rama debe negociar a nivel de rama, así como con las 
empresas que pertenecen a la actividad que realiza. LARI señala no realizar servicios de 
telecomunicaciones como actividad principal.  
 
Por último, COBRA presenta su oposición al pliego de reclamos luego de ser válidamente 
emplazada.  Señalan que no forman parte de TDP ni son empresa de telecomunicaciones 
conforme lo defina la Ley de la materia. Asimismo, señalan que ser contratista de TDP no la 
convierten en empresa de telecomunicaciones. Más aún, no existe ningún acuerdo con SITENTEL 
para negociar a nivel de rama. Finalmente, alegan que SITENTEL no cuenta con legitimidad para 
negociar por rama y adjuntan procedimientos administrativos anteriores donde SITENTEL 
solicitó negociar a nivel de empresa con resultado desfavorable. 
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Mediante proveído de fecha 27 de mayo de 2011 la Sub Dirección de Negociaciones Colectivas 
eleva el expediente a la Dirección de Prevención y Solución del Conflicto (DPSC, en adelante). 
 

2.2 Resolución de Primera Instancia (Auto Directoral Nº 114-2011) 

 
Con fecha 25 de julio de 2011, la DPSC expide el Auto Directoral N° 114-2011 que resuelve en 
primera instancia disponiendo prosiga la negociación colectiva. Señalan que las emplazadas 
realizan actividad de TELEFONÍA y que existen relaciones contractuales con TDP. En cuanto a los 
procedimientos administrativos presentados por las emplazadas, se señala que estos NO SON 
APLICABLES, puesto que se trata de negociaciones colectivas anteriores iniciadas por SITENTEL 
a nivel de empresa con cada una de las contratas, lo que es distinto al presente procedimiento 
de inicio de negociación colectiva por rama de actividad.  
 

2.3 Respecto a los recursos de apelación y la nulidad de oficio solicitada por IETETE 

 
El 16 de agosto de 2011, EMERSON presenta apelación al Auto Directoral 114-2011. Argumenta 
que, la DPSC señala ligeramente que EMERSON hace actividad de telefonía y por ello debe 
continuar la negociación cuando lo cierto es que SITENTEL no tiene legitimidad suficiente pues 
EMERSON NO hace actividad de telecomunicaciones acorde al CIIU Rev. 3 numeral 6420. El 
hecho de que EMERSON tiene contratos con TDP no la hacen empresa de telecomunicaciones. 
Ello fue acreditado con los procedimientos administrativos de autos que si bien se tratan de 
negociaciones a nivel de empresa eso no enerva que ya la AAT determinó que EMERSON NO 
hace telecomunicaciones. Igualmente, EMERSON señala que no hay acuerdo para negociar por 
rama de actividad.  
 
De igual manera, el 16 de agosto de 2011, COBRA apela. Solicitan nulidad del Auto Directoral 
114-2011 por vulnerar el art. 5° de la LPAG. Asimismo, señalan que no se valoró su escrito de 
fecha 03 de junio de 2011 ni se desvirtuó la integridad de sus argumentos apenas mencionados. 
Agrega COBRA que, si bien tienen vínculo contractual con TDP no hacen ninguno de los servicios 
de telecomunicaciones ni están en ninguno de los registros administrativos existentes para 
empresas de telecomunicaciones acorde al servicio que prestan. En cuanto al Acta de Infracción 
134-2011 que sirvió para fundamentar lo resuelto, señalan que se trata de un procedimiento en 
trámite. Finalmente, reiteran el resto de argumentos señalados en su oposición.  
 
Por su parte, el 19 de agosto de 2011, IETETE solicita NULIDAD de oficio por falla al debido 
procedimiento. Argumentan que la Sub Dirección de Negociaciones Colectivas debió emitir un 
ACTO ADMINISTRATIVO y NO un proveído elevando los actuados, pues ello no permite presentar 
recurso administrativo alguno. Igualmente, IETETE alega que ocurre afectación al debido 
procedimiento al no pronunciarse respecto a la definición de telecomunicaciones desarrollada 
en su oposición, así como por la definición de la Ley de Telecomunicaciones. Agregan que, debió 
de darse validez al objeto social que consta en SUNAT y NO al CIIU. 
 
Por último, el 31 de agosto de 2011, LARI apela. Argumentan que, un sindicato de rama solo 
negocia a nivel de rama y no de empresa. Asimismo, reiteran que LARI no es empresa de TDP ni 
del sector telecomunicaciones. Reiteran que, tener vínculo contractual con TDP no la hace parte 
del sector telecomunicaciones, así como tampoco está inscrito en alguno de los registros 
administrativos correspondientes. Finalmente, señalan que era necesario acreditar la existencia 
de una sección sindical con capacidad para negociar, lo cual no ha ocurrido; así como tampoco 
se ha acreditado el alcance de la representatividad de SITENTEL en LARI mediante el número de 
afiliados. 
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2.4 Resolución en Segunda Instancia (Resolución Directoral N° 022-2011) 

 
Con fecha 03 de octubre de 2011, la Dirección Regional de Trabajo y Promoción del Empleo 
(DRTPE en adelante) resuelve por Resolución Directoral N° 022-2011 los recursos antes 
presentados disponiendo se continúe con la negociación colectiva.  
 
Así pues, respecto de la nulidad de IETETE, señalan que el procedimiento ha sido el adecuado la 
Dirección de Prevención y Solución de conflictos es quien resuelve en primera instancia como 
ocurrió y NO la Sub Dirección de Negociación Colectiva.  
 
En cuanto a la apelación de EMERSON, la DRTPE señalan que debe aplicarse primacía de la 
realidad. Con lo cual, de las actuaciones inspectivas de autos y del Informe de actuaciones 
inspectivas recaído en la Orden de Inspección N° 6937-2009, se advirtió que el apoderado de la 
empresa Sr. Belleza Payano indicó las actividades de la empresa, entre ellas, la reparación y 
mantenimiento de voltajes de los equipos de telecomunicaciones lo que la califica para negociar 
por rama con SITENTEL. Respecto a los precedentes invocados por la empresa se reitera que son 
por negociaciones colectivas a nivel de empresa y no de rama de actividad, más aún dichas 
resoluciones administrativas invocadas NO son precedentes vinculantes.  
 
Por su parte, respecto a la apelación de COBRA, concluyen que se ha de aplicar primacía de la 
realidad. Así pues, conforme al Acta de Infracción 134-2011 se acredita que COBRA hace 
telecomunicaciones y el hecho de que esta se encuentre siendo impugnada no resta su valor 
probatorio.  
 
Por último, en cuanto a la apelación de LARI, se señala que no se debate si un sindicato de rama 
puede negociar a nivel de empresa, sino que SITENTEL solicita negociación por rama emplazando 
a las empresas en conjunto y NO a título individual. De igual manera, señalan que se ha de aplicar 
primacía de la realidad teniéndose en cuenta el Informe de Actuaciones Inspectivas N° 6938-
2011 donde se recoge la declaración de Verónica Esteban (Jefe de personal de LARI) que acredita 
las labores de telefonía realizadas. Más aún LARI tiene contrato con TDP y los contratados que 
tiene ostentan el cargo inclusive de TECNICO EN TELEFONÍA. 
 

2.5 Respecto a los recursos de revisión y la apelación presentado por IETETE 

 
Con fecha 10 de octubre de 2011, EMERSON presenta recurso de revisión contra la Resolución 
Directoral 022-2011. Argumentan que, la DRTPE yerra al concluir que EMERSON hace 
telecomunicaciones a partir de las simples declaraciones del Sr. Belleza Payano, así como por 
una incorrecta interpretación del informe de actuaciones inspectivas recaído en la O.I. 6937-
2009. Finalmente, EMERSON alega que se ha vulnerado el principio de Uniformidad definido en 
la LPAG al no valorar los precedentes administrativos invocados sobre negociaciones colectivas 
anteriores iniciadas por SITENTEL a nivel de empresa, pues en ellos se acreditó que la empresa 
no realiza telecomunicaciones, lo cual determina la falta de legitimidad negocial de SITENTEL. 
 
Por su parte, el 11 de octubre de 2011, IETETE apela la Resolución Directoral 022-2011. 
Argumenta que la nulidad que plantearon NO es un recurso impugnativo por lo que NO puede 
ser tramitado como tal. Asimismo, IETETE señala que se vulnera la debida motivación por cuanto 
la DRTPE únicamente se pronunció sobre UN SOLO argumento de los planteados en la solicitud 
de nulidad, el cual ha sido referido anteriormente. Finalmente, alega IETETE, el análisis se debió 
ceñir a verificar la actividad productiva declarada a SUNAT donde se advierte que esta empresa 
NO realiza actividad de telecomunicaciones. 
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Seguidamente, el 20 de octubre de 2011, LARI presenta recurso de revisión. Argumentan que, 
no se valoró la integridad de los argumentos planteados en apelación como la vulneración a la 
debida motivación que adolecía el Auto Directoral. Asimismo, LARI cuestiona que la Resolución 
Directoral 022-2011 erradamente concluye que la empresa hace telecomunicaciones a partir de 
una inspección donde se advirtió que se tiene contratado un trabajador como Técnico en 
telefonía, pero NO se desarrolló por qué eso supone que LARI hace telecomunicaciones. Este 
silencio en el desarrollo de la argumentación supone, una motivación insuficiente o indebida, 
máxime si ser contratista de TDP no vuelve empresa del sector telecomunicaciones a LARI. 
 
Por proveído del 21 de octubre de 2011, se declara improcedente por extemporánea el recurso 
de revisión de LARI. 
 
Por último, el 26 de octubre de 2011, COBRA presenta recurso de revisión. Argumentan que, la 
DRTPE no se ha pronunciado respecto a la integridad de sus argumentos de defensa y pruebas 
aportadas. En concreto, la Resolución Directoral 022-2011 NO se pronuncia sobre la nulidad del 
auto sub directoral deducida en su apelación. De igual manera, no hay pronunciamiento 
respecto del escrito ampliatorio de fecha 03 de junio de 2011. Por otra parte, COBRA señala que 
el informe de actuación inspectiva recaído en la orden de inspección Nº 6936-2009 no acredita 
que cobra haga telecomunicaciones. Finalmente, la empresa señala que el acta de infracción 
134-2011 que la Resolución Directoral 022-2011 hace suya NO es un pronunciamiento firme y 
que debió de valorarse los precedentes presentados respecto a negociaciones colectivas 
anteriores solicitadas por SITENTEL a nivel de empresa. Repárese además que, en el recurso de 
revisión COBRA OFICIA a OSIPTEL para que señale si COBRA hace telecomunicaciones. 
 
Por proveído de fecha 27 de octubre de 2011 se declara improcedente la revisión de COBRA por 
extemporánea. 
 

2.6 Resolución en grado de revisión emitido por autoridad administrativa con 

competencia a nivel nacional 

 
El 04 de noviembre de 2011, la Dirección General de Trabajo emite el Resolución Directoral 
General Nº 021-2011 resolviendo los recursos de revisión presentados (y de apelación en el caso 
de IETETE).  
 
En cuanto a la nulidad tramitada como apelación interpuesta por IETETE, la DGT señala que la 
nulidad se plantea únicamente vía alguno de los recursos administrativos de Ley. Así pues, la 
DGT toma en cuenta que IETETE pide que se declare de oficio la nulidad. Con lo cual, siendo que 
la nulidad NO es un recurso independiente, sino que forma parte del planteamiento que se 
viabiliza en un recurso administrativo de impugnación, se debe aplicar el principio de 
informalismo y corresponde RECONDUCIR la nulidad como apelación. En cuanto a los supuestos 
demás fundamentos no valorados, la DGT señala que el procedimiento ha seguido el curso 
procesal de Ley y se ha dado una motivación suficiente, pues la DRTPE aplicó primacía de la 
realidad acogiendo como sustento otros actos administrativos que merecen fe y, por tanto, son 
motivación adecuada. Finalmente, la DGT señala que la descentralización productiva 
experimentada por la principal (TDP) no mella la legitimidad que SITENTEL tiene para negociar.  
 
Ciertamente, señala la DGT, TDP ha descentralizado su actividad productiva que es de 
telecomunicaciones en las contratas emplazadas, esta descentralización NO enerva que 
SITENTEL no pueda continuar ejerciendo representación sindical por el simple hecho de que la 
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actividad de telecomunicaciones ha sido desconcentrada. Estos argumentos son replicados para 
las demás empresas.  
 
Como punto a tomar en cuenta, pese a haber declarado extemporáneo las revisiones de LARI y 
COBRA, pues aplicó el plazo de 5 días, la DGT resolvió el fondo. 
 
Asimismo, es de verse que respecto al argumento de si ante la falta de acuerdo para negociar 
por rama corresponde negociar a nivel de empresa, la DGT señala que tal interpretación ya ha 
sido rebatida y lo correcto es que ante falta de acuerdo del nivel negocial se debe ir a arbitraje, 
ello debe tomarse en cuenta. Finalmente, la DGT establece como precedente vinculante que se 
debe validar la posibilidad de que se formen las organizaciones sindicales que se estimen 
pertinentes, aplicándose con carácter tuitivo el análisis de las posiciones de empleador y 
trabajador a fin de no limitar el derecho a la negociación colectiva ante las nuevas formas de 
descentralización de la actividad productiva. Consecuentemente, se desestimó la apelación de 
IETETE y las revisiones propuestas por las demás emplazadas. 
 

2.7 Respecto a los recursos posteriores a la Resolución Directoral General 021-2011 

presentados por las emplazadas 

 
El 04 de noviembre de 2011, COBRA deduce nulidad del proveído de fecha 27 de octubre de 
2011 por el que se declara extemporáneo su recurso de revisión.  
 
Posteriormente, el 08 de noviembre de 2011 COBRA plantea una nulidad respecto al fondo de 
lo resuelto por la Resolución Directoral Nº 022-2011 expedida por la DRTPE. 
 
Es así que, por Auto Directoral Nº 16-2011 del 15 de noviembre de 2011 la DGT declaró 
IMPROCEDENTE la nulidad solicitada por COBRA, pues el plazo de 5 días dispuesto por D.S. 001-
93-TR estaba plenamente vigente. Más aún, la Resolución Directoral General 021-2011, pese a 
que la revisión presentada por COBRA era extemporánea, resolvió sobre el fondo del recurso 
planteado. 
 
El 15 de noviembre de 2011, de oficio, la DGT emite Auto Directoral Nº 15-2011 donde corrige 
la Resolución Directoral General 021-2011 y señala que recurso de apelación interpuesto por 
IETETE, debe entenderse como REVISIÓN sin afectar el fondo de lo resuelto. 
 
De manera posterior, el 17 de noviembre de 2011, IETETE presenta recurso de revisión contra 
la Resolución Directoral General Nº 021-2011. Reiteran que su solicitud fue para que se declare 
una nulidad de oficio y no un recurso administrativo de apelación. De igual manera, señalan que 
NO existe pronunciamiento alguno respecto de su solicitud de uso de palabra. Por último, 
señalan que la apelación que plantearon solo puede ser entendida como tal, pues caso contrario 
IETETE no podría plantear recurso de revisión. 
 
En respuesta al recurso precedente, por Auto Directoral General de fecha 23 de noviembre de 
2011 se resuelve declarar IMPROCEDENTE la revisión presentada por IETETE al ya haber 
planteado previamente la emplazada este recurso. 
 
Así las cosas, con fecha 06 de diciembre de 2011 la Sub Dirección de Negociaciones Colectivas 
dispone reanudar la negociación colectiva. 
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Frente a ello, el 16 de diciembre de 2011, COBRA solicita inhibición de la Sub Dirección de 
Negociación Colectiva para conocer el inicio de la negociación al haber planteado una demanda 
contenciosa administrativa contra la Resolución Directoral General Nº 021-2011. 
 
Es así que, con fecha 20 de diciembre de 2011, la Sub Dirección declara NO ha lugar la inhibición 
señalando que esta es facultativa y a criterio de la administración. 
 
El 02 de enero de 2012, COBRA apela la denegatoria a su solicitud de inhibición.  
 
Por otra parte, el 29 de febrero de 2012 EMERSON presenta escrito solicitando dejar sin efecto 
la negociación colectiva pues ya no tiene afiliados de SITENTEL en su empresa. 
 
El 12 de marzo de 2012, por Auto Directoral Nº 22-2012 resuelven la apelación de cobra por 
rechazo a solicitud de inhibición declarándola infundada, pues no existe mandato judicial o Ley 
expresa que la disponga. Finalmente, señalan que el art. 4º de la LOPJ es inaplicable (realmente 
este artículo no fue invocado por COBRA). 
 
Frente a este rechazo en su recurso de apelación, COBRA presenta recurso de revisión. Alega 
que no se ha valorado el Informe del MTC que señala que COBRA NO hace actividad de 
telecomunicaciones (esto es, el oficio 6570-2012-MTC/27). De igual manera, reitera COBRA que 
para negociar por rama se precisa el acuerdo de los sujetos colectivos, imponer el nivel negocial 
es inconstitucional. Finalmente, agregan que la administración se pronunció sobre el art. 4 de la 
LPAG cuando este nunca fue invocado, sino el art. 13º de la LPAG. 
 
En este punto, es importante señalar que obra en el expediente administrativo al haber sido 
presentado tanto por COBRA como por las otras emplazadas, como veremos posteriormente, el 
oficio 6570-2012-MTC/27. En este oficio, en efecto, se señala que COBRA NO realiza actividad 
de telecomunicaciones los cuales únicamente se encuentran definidos y clasificados en nuestro 
ordenamiento como servicios de portadores, servicios finales, servicios de difusión y servicios 
de valor añadido. 
 
Pese al oficio antes desarrollado, por proveído de fecha 22 de mayo de 2012 la autoridad 
administrativa se limitó a declarar improcedente la revisión presentada por COBRA señalando 
que no cabe la interposición de recurso impugnatorio alguno contra el Auto Directoral Nº 22-
2012 pues no está prevista una tercera instancia de competencia nacional que pueda resolver 
la controversia. 
 
En este orden de ideas, por proveído de fecha 24 de mayo de 2012, la Sub Dirección de 
Negociación Colectiva dispone notificar a las empresas emplazadas para que convoquen a 
Comisión Negociadora. 
 
Ante ello, con fecha 30 de mayo de 2012, EMERSON formula oposición al inicio de la negociación 
colectiva puesto que a la fecha ya no cuenta con afiliados a SITENTEL entre sus trabajadores. 
 
De igual manera, el 04 de junio de 2012 LARI formula oposición al proveído de fecha 24 de mayo 
de 2012 de la Sub Dirección de Negociaciones Colectivas señalando que SITENTEL no puede 
negociar por rama con su empresa que es ajena al sector telecomunicaciones. Adjuntan como 
PRUEBA NUEVA el Oficio Nº 6570-2012 del MTC antes referido.  
 
De la misma manera, con fecha 05 de junio de 2012, IETETE formula oposición al proveído de 
fecha 24 de mayo de 2012 de la Sub Dirección de Negociaciones Colectivas. Sustenta la oposición 
en la existencia de PRUEBA NUEVA que acredita que IETETE no es empresa de 
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telecomunicaciones: el Oficio Nº 6570-2012 del MTC. Igualmente, reitera que su actividad no 
calza dentro de los servicios de telecomunicaciones definidos por Ley, así como no forma parte 
de TDP. 
 
El 11 de junio de 2012 COBRA SOLICITA Nulidad del proveído del 22 de mayo de 2012 que declara 
improcedente el recurso de revisión que presento contra el auto directoral 22-2012 respecto a 
su solicitud de inhibición. Señalan que sí existe una tercera instancia que ha de conocer la 
revisión. Asimismo, señalan que debe declararse nulo el proveído en referencia por no contener 
ningún pronunciamiento respecto al oficio 6570-2012 del MTC desarrollado en el recurso de 
revisión. 
 
Mediante proveído de fecha 14 de diciembre de 2012 la Sub Dirección de Negociaciones 
Colectivas dispone elevar los actuados con cada uno de los recursos presentados antes referidos 
a la Dirección General de Trabajo. 
 
Finalmente, el 18 de abril de 2013, la Dirección General de Trabajo resuelve respecto de la 
revisión presentada por COBRA contra el auto directoral Nº 22-2012 emitido por la Dirección de 
Inspección del Trabajo de la DRTPE, así como respecto a las diversas nulidades alegadas por las 
emplazadas a partir de los pronunciamientos de las oficinas dependientes de la DRTPE como 
consecuencia de lo resuelto en Resolución Directoral General Nº 021-2011. Así pues, respecto a 
la oposición y solicitud de inhibición presentada por COBRA, así como la prueba nueva 
presentada (oficio 6537-2012 del MTC), la DGT señala que en un procedimiento administrativo 
solo puede haber un recurso de revisión, por lo que, no cabe una segunda revisión o recursos 
posteriores a la Resolución Directoral General 021-2011 como serían las nulidades presentadas 
por las contratas, pues ya se ha resuelto la controversia en grado último de revisión agotándose 
la vía administrativa.  

III IDENTIFICACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS RELEVANTES DEL EXPEDIENTE 

ANALIZADO 

 

3.1 ¿Cómo se debió aplicar el principio de primacía de la realidad en la valoración 

de las actas de infracción para cumplir los estándares de una debida motivación 

o motivación suficiente? 

  

3.1.1 ¿Cómo se aplica el principio de primacía de la realidad y cuáles son sus límites? 

a) Marco teórico 

Como punto de partida, es necesario tener en consideración que el derecho del trabajo, al igual 
como ocurre con cualquier otra rama del derecho, goza de principios propios y un marco 
normativo amplio que justifican su existencia como disciplina independiente. Sin ahondar en el 
surgimiento del Derecho al Trabajo que no es materia del presente informe, nos viene al 
recuerdo la cátedra del profesor Kenny Diaz Roncal quien señala lo siguiente, citando a Alfredo 
Rocco. 

Para Alfredo Rocco, recurrir frecuentemente a principios y conceptos de otra ciencia no 
puede ser un argumento decisivo para cuestionar la autonomía de una disciplina (Rocco, 
1931: 66-67). Indica el referido autor que para que un cuerpo de doctrina se considere 
como ciencia autónoma, necesita de tres componentes: (i) el primero, que tenga 
amplitud suficiente que justifique un estudio particular de la materia; (ii) el segundo, 
que posea doctrinas homogéneas, sustentadas por conceptos generales comunes que 
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difieren de los de otras áreas del Derecho; finalmente, (iii) el tercero, que cuente con un 
método propio para conocer el objeto de investigación (Rocco, 1931: 66-67) (Díaz 2017: 
14). 

Es así que, no amerita mayor debate reconocer al Derecho del Trabajo como una disciplina 
independiente, pues se desarrolla y sustenta en un marco normativo amplio, así como en una 
serie de principios propios que la dotan de sentido y le sirven como marco de interpretación.  

A estos principios propios del Derecho del Trabajo los clasifica el Dr. Marcial Rubio dentro de los 
principios que informan diversos aspectos parciales de un sistema jurídico determinado. 
Recordemos que, según Rubio los principios generales informan al derecho se clasifican en 
cuatro niveles dentro de los que tenemos i) validez general (de aplicación universal a toda 
actividad humana; ii) principios propios del Derecho (válidos para todo derecho establecido); iii) 
principios propios de un derecho determinado; y, iv) aquellos principios que dan cuenta, dentro 
de un sistema jurídico determinado, de un aspecto en particular, como el principio de forma 
republicana en nuestro derecho constitucional, aplicable a nuestra realidad jurídica, pero no a 
otras (2009: 285-286). 

Es pues, en este cuarto grupo de principios generales que informan un aspecto parcial de un 
sistema jurídico determinado, vale decir, el nuestro, que encontramos al principio de primacía 
de la realidad. Este principio ampliamente reconocido en doctrina, jurisprudencia y legislado de 
manera positiva en la Ley General de Inspección del Trabajo, aunque es de aplicación propia a 
una rama del derecho, ciertamente, desde nuestro punto de vista, tiene un antecedente mayor 
y transversal a todo nuestro sistema jurídico, este es, la prohibición al fraude o al fraude a la Ley. 

Para el maestro Neves, el principio de primacía de la realidad surge frente a situaciones donde 
tenemos, por un lado, una realidad presunta (la que dicen los sujetos); y, por el otro, una 
realidad efectiva (la que ocurre realmente). Así pues, el derecho prefiere la realidad efectiva 
sobre la realidad presunta, esto es, la que dicen los sujetos que ocurre (2018: 29). Es decir, la 
aplicación del principio de primacía de la realidad viene a hacer prevalecer la “realidad” sobre la 
“apariencia de realidad” y, en ello, al igual como ocurre de manera transversal a nuestro 
ordenamiento jurídico, se busca hacer prevalecer la verdad sustentada en la probanza (en los 
hechos). 

Es así que, en criterio acertado a nuestro parecer, añade el maestro Neves que la primacía de la 
realidad va más allá de la figura de la simulación propia del derecho civil, no obstante, bajo 
ambos mecanismos se llega al mismo fin, este es, invalidar el acto que contraviene la realidad 
(2018: 29). De ahí que, nos queda claro que el principio de primacía de la realidad, aunque sea 
propio al derecho del trabajo parte de principios transversales a nuestro ordenamiento como la 
prohibición del fraude a la Ley, del fraude en general y, como señalan otros autores en doctrina, 
guarda relación con el principio de irrenunciabilidad de derechos. 

Así las cosas, nos queda claro que a fin de aplicar el principio de primacía de la realidad es 
conditio sine qua non efectuar lo que denominaremos “constatación en la realidad” (término 
propio). Esta constatación in situ nos permitirá conocer la verdad fáctica a fin de hacerla 
prevalecer frente a la verdad formal cuando nos encontremos ante una discordancia entre 
ambas. En ello coinciden los diversos autores en la doctrina. 

Encontramos así, definiciones como la Ferro que, partiendo de los elementos del contrato de 
trabajo, estos son, prestación personal, remunerada y subordinada; nos dice que se ha de aplicar 
los hechos sobre las formas y documentos. A esto llama el principio de primacía de la realidad 
como concepto transversal a toda la legislación laboral (2019:20). 
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Como refiere Ferro, ciertamente, el principio de primacía de la realidad es transversal al Derecho 
del Trabajo y, si bien su aplicación generalizada es para reconocer la existencia de contratos de 
trabajo allí donde se ha señalado en documentos algún otro tipo de vínculo contractual, lo cierto 
es que en ello NO se agota su aplicación. Asimismo, otro punto a resaltar en la definición de 
Ferro es que, bajo el principio en comento, se alude a una prevalencia de hechos. Con lo cual, 
nuevamente, se hace indispensable y límite para su aplicación la “constatación en los hechos” 
como paso previo a la utilización o aplicación del principio de primacía de la realidad. 

A mayor abundamiento y, para no quedarnos únicamente en el plano de la doctrina, traemos a 
colación la definición que el TC ha tenido oportunidad de ensayar sobre el principio en comento. 
Así pues, el máximo intérprete de nuestra Carta Magna señala que cuando no hay concordancia 
entre lo que ocurre en la práctica y lo que se desprende de los documentos, debe preferirse lo 
que sucede en el plano de los hechos. 

En la misma línea de lo expuesto, a nivel normativo, encontramos el artículo 2 numeral 2 de la 
Ley General de Inspección del Trabajo (Ley Nº 28806) que dispone lo siguiente. 

Artículo 2.- Principios ordenadores que rigen el Sistema de Inspección del 
Trabajo 

El funcionamiento y la actuación del Sistema de Inspección del Trabajo, así como 
de los servidores que lo integran, se regirán por los siguientes principios 
ordenadores: 

1. Legalidad, con sometimiento pleno a la Constitución Política del Estado, las 
leyes, reglamentos y demás normas vigentes. 

2. Primacía de la Realidad, en caso de discordancia, entre los hechos 
constatados y los hechos reflejados en los documentos formales debe siempre 
privilegiarse los hechos constatados. (…) (El subrayado es nuestro) 

Como se advierte a partir de la norma precedente, el legislador establece como elementos de la 
primacía de la realidad i) la existencia de una realidad concreta; ii) la existencia de una realidad 
simulada en documentos (realidad formal); iii) discordancia entre las realidades. Frente a estos 
elementos o presupuestos, el legislador establece que el inspector de trabajo debe de aplicar el 
principio de primacía de la realidad, para lo cual corresponde que este constate en los hechos la 
existencia del tercer elemento antes enunciado, es decir, la discordancia entre la realidad 
concreta y la realidad simulada. De allí que el artículo 28º de la Ley General de Inspección del 
Trabajo expresamente señale lo siguiente. 

Artículo 28.- Deberes de los servidores públicos con funciones inspectivas 

Los Supervisores Inspectores, los Inspectores del Trabajo y los Inspectores 
Auxiliares deberán ejercer las funciones y cometidos que tienen atribuidos con 
sujeción a los principios de legalidad, primacía de la realidad, lealtad, 
imparcialidad y objetividad, equidad, jerarquía, eficacia, probidad, sigilo 
profesional, confidencialidad y honestidad que se prescriben en la presente Ley, 
estando sujetos al régimen de incompatibilidades y a los motivos de abstención 
y recusación de común aplicación. (…) (El subrayado es nuestro) 

En este orden de ideas, resulta evidente que el principio de primacía de la realidad juega un 
papel fundamental en nuestro ordenamiento jurídico laboral. Tanto más si el propio legislador 
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ha recogido normativamente al principio en comento obligando a los inspectores de trabajo a 
su observancia conforme a Ley. Queda pendiente entonces advertir a qué nos referimos al 
señalar que la aplicación de la primacía de la realidad debe ser conforme a Ley. 

Ciertamente, ya hemos adelantado la respuesta a la interrogante antes planteada. A fin de 
aplicarse el principio de primacía de la realidad es necesario constatar en los hechos, en el plano 
de la realidad o, dicho de otra manera, in situ, si es que existe una realidad simulada (formal) 
que resulta discordante con la realidad constatada. Es decir, no se puede aplicar la primacía de 
la realidad bajo meras suposiciones, sospechas o presunciones sin la constatación in situ de los 
hechos ocurridos. 

Sobre este punto, Lora y Ávalos han señalado que el principio de primacía de la realidad difiere 
de una presunción o ficción jurídica, pues mientras la ficción o presunción se basan en algo que 
probablemente ha ocurrido y que el Derecho le asigna este valor; en cambio, la primacía de la 
realidad se sustenta en el hecho mismo (2009:161).  

En virtud a lo expuesto, Lora y Ávalos concluyen que la primacía de la realidad observa hasta 
seis elementos. El primero fundado en la equidad. El segundo consiste en la búsqueda de la 
realidad sobre la formalidad. El tercero es la verdad real, esta es, los hechos que como tales son 
objetivos, veraces y fehacientes. El cuarto, es la discordancia u oposición entre el hecho objetivo 
con un elemento subjetivo dado por los sujetos o un tercero. El quinto, la primacía de la realidad 
no es ni presunción ni ficción. Finalmente, la labora inspectiva cuya labor se encuentra 
comprendida dentro de los alcances del principio de primacía de la realidad y no puede 
desnaturalizar su contenido (2009: 167-168). 

En este sentido, concluimos que, cuando pensamos en los límites a la aplicación del principio de 
primacía de la realidad, debemos pensar en la realidad concreta o, mejor dicho, en la verdad 
material constatada in situ por el operador del Derecho quien está obligado a su observancia 
por imperio de la Ley, tal como ocurre con el inspector de trabajo y/o el supervisor inspector y/o 
los inspectores auxiliares. 

b) Del caso en concreto 

 

En el acápite precedente, a partir de los fundamentos normativos, jurisprudenciales y 
doctrinarios desarrollados, hemos llegado a la conclusión de que no cabe la aplicación del 
principio de primacía de la realidad sin que la autoridad administrativa de trabajo constate la 
realidad en los hechos. Asimismo, hemos concluido que el principio de primacía de la realidad 
no se agota a determinar la existencia de vínculos laborales por contratos de otra naturaleza 
jurídica que han quedado desnaturalizados, sino que es de aplicación amplia. 

Así pues, para el caso que nos ocupa, la controversia gira en torno a la aplicación del principio 
de primacía de la realidad por la autoridad administrativa de trabajo a partir del uso de lo 
constatado por las actas de infracción e informes de actuaciones inspectivas emitidos en ciertos 
procedimientos de inspección laboral.  

Es de verse que, conforme al Auto Directoral Nro. 114-2011-MTPE/2/12.2 se declararon 
infundas las oposiciones de IETETE, LARI, COBRA y EMERSON bajo la valoración de cada uno de 
los siguientes instrumentales. 

Con relación a EMERSON: La AAT cita el Informe de actuación inspectiva (O.I. 6937-2009-
MTPE/2/12.3) donde se hace referencia a la manifestación del Apoderado de la empresa, Sr. 
Belleza Payano, quien indicó las labores de su representada dentro de las que se encontraba el 
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mantenimiento de equipos de climatización, refrigeración, así como reparación y 
mantenimiento de voltajes de los equipos de telecomunicaciones. 

Con relación a COBRA: La AAT cita el Informe de actuación inspectiva (O.I. 6936-2009-
MTPE/2/12.2) donde se lee lo siguiente. 

(…) indicaron que su cargo era el de Técnico, dedicados a las siguientes actividades: 
reparación e instalación de telefónica básica, Speedy, y cable (…) Las personas con las 
que se conversó cuentan con uniformes con el logo “Agentes de Servicios” de Telefónica. 
Asimismo, en las camionetas con que cuentan para brindar su servicio aparece lo 
siguiente: “COBRA - EMPRESA COLABORADORA DE TELEFONICA” (…) Otros 
entrevistados indicaron que se dedicaban a realizar “Altas” es decir colocar teléfonos 
nuevos, cables, etc., así como reparar averías (reparaciones). Igualmente, en los Polos 
que visten aparece lo siguiente: “COBRA – EMPRESA COLABORADORA DE TELEFONICA”. 
Asimismo, respecto a los “contratos de trabajo sujetos a modalidad de un grupo de 
trabajadores Técnicos, los mismos que en su Artículo Primero señalan lo siguiente: “EL 
EMPLEADOR (es decir, la inspeccionada) es una empresa dedicada entre otras a las 
operaciones siguientes: Obras y suministros para el desarrollo y ejecución de toda clase 
de instalaciones, montajes y obras civiles para centrales y líneas de producción y 
transporte y distribución de energía eléctrica. Prestación de servicios de control y 
automatización de redes e instalaciones eléctricas, para comunicaciones telefónicas, 
para tráfico, transmisión, programación, emisión y remisión por televisión vía satélite, 
radar y radiodifusión, relacionados con la planta externa entre otras. 

Con relación a IETETE: La AAT cita el Acta de infracción Nro. 231-2011-MTPE/1/20.4 a fin de 
sostener lo siguiente. 

(…) respecto a Instalación de Tendidos Telefónicos del Perú S.A. en las que a fojas 201 a 
204 se lee relación de trabajadores afiliados a SITENTEL que fue puesta en conocimiento 
de la inspeccionada con fecha 19/11/2010, y con vista a la planilla electrónica del mes 
de diciembre del 2010, se tiene que los trabajadores afiliados a SITENTEL que venían 
laborando al mes de diciembre de 2010, son los que figuran en el cuadro siguiente (…) 

Con relación a LARI: La AAT cita el informe de actuaciones inspectivas (O.I. 6938-2009-
MTPE/2/12.3 donde se lee lo siguiente. 

Que, con vista a los contratos de trabajo celebrados con sus trabajadores, en su artículo 
segundo se establece (…) que el empleador ha celebrado un contrato con Telefónica del 
Perú, cuyo objeto es brindar la actividad asociada a la Planta Exterior y Bucle del cliente 
(…) Que, en su artículo cuarto prescribe: El Trabajador desempeñará sus labores en el 
cargo de Técnico en Telefonía (…) 

Con relación a COBRA: La AAT cita el Acta de infracción 134-2011 donde se lee lo siguiente. 

III.2. Que, la inspeccionada se encuentra vinculada a la empresa Telefónica del Perú 
S.A.A., mediante un contrato de locación de servicios, por el que se obliga a prestarle 
servicios de instalación, mantenimiento y de reparación servicios de Telefónica; que 
incluyen los servicios que presta esta empresa, es decir: telefónica fija, telefonía móvil, 
televisión por cable, internet y otros productos. 

 A partir de las actuaciones inspectivas precitadas, la AAT concluye lo siguiente. 

Que, de acuerdo a lo observado por la Autoridad Inspectiva de esta institución, se tiene 
que las cuatro empresas requeridas por SITENTEL realizan actividades consideradas de 
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telefonía, encargándose a sus trabajadores, labores de telefonía. Asimismo, la citada 
autoridad verifico relaciones contractuales y fácticas con la empresa Telefónica S.A.A. lo 
cual ha quedado demostrado con los precitados informes de actuaciones inspectivas 
que se citan en el considerando precedente de la presente resolución. [El resaltado es 
mío] 

Como se advierte del considerando precitado, la AAT resuelve en primera instancia (Auto 
Directoral Nro. 114-2011-MTPE/2/12.2) señalando que SITENTEL puede negociar por rama de 
actividad con las empresas emplazadas bajo el argumento central de que estas empresas 
desarrollan labores de telefonía, lo que habría sido DEMOSTRADO por los precitados informes 
de actuaciones inspectivas. Es decir, del razonamiento expreso1 de la AAT se advierte la lógica 
siguiente. 

1. En informes de actuaciones inspectivas y Actas de Infracción de autos se constató que 
las empresas emplazadas realizan actividades de telefonía. 

2. Los informes de actuaciones inspectivas demuestran lo constatado.  
3. Las empresas emplazadas por SITENTEL realizan labores de telefonía 
4. Por lo tanto, SITENTEL, sindicato que representa a los trabajadores de Telefónica y de 

las empresas del sector telecomunicaciones, puede negociar a nivel de rama de 
actividad con las empresas emplazadas. 

Así las cosas, no se advierte en la lógica empleada en primera instancia (Auto Directoral Nro. 
114-2011-MTPE/2/12.2) la aplicación expresa del principio de primacía de la realidad. Por el 
contrario, se advierte una simple atribución a las actuaciones inspectivas de una PRESUNCION 
DE CERTEZA (conforme al punto 2 antes expuesto), volveremos sobre este punto en el acápite 
siguiente. Mas aun, se advierte que la AAT equipara a la actividad de telefonía con la actividad 
de telecomunicaciones sin establecer mayor desarrollo al respecto, ciertamente, no se esboza 
argumentación alguna sobre qué actividades están comprendidas en el sector 
telecomunicaciones, menos aún se explica por qué desarrollar labores de telefonía implica ya la 
inclusión en el sector de telecomunicaciones. Ello se hace más evidente aun cuando nos 
remitimos al caso de IETETE, donde en ningún momento el Acta de Infracción 231-2011 citado 
por la AAT refiere que esta empresa desarrolle actividad de telefonía.  

Sin dejar de lado lo expuesto, advertimos que el principio de primacía de la realidad es recién 
invocado de manera expresa en el pronunciamiento de segunda instancia, Resolución Directoral 
Nro. 022-2011-MTPE/1/20. Así pues, en dicho pronunciamiento, la AAT aplica la primacía de la 
realidad empleando a las actuaciones inspectivas a las que nos hemos referido anteriormente 
como “lo ocurrido en los hechos”. Es decir, se toma a lo constatado por los inspectores como 
presunción de certeza y, a partir de ello, concluyen que las empresas emplazadas realizan 
labores de telefonía. 

Ahora bien, para el caso de la empresa COBRA, la Resolución Directoral 022-2011 fue más allá 
de limitarse a establecer que la legitimidad negocial de SITENTEL reside en que en actuaciones 
inspectivas se acreditó que las empresas emplazadas realizan labor de telefonía. Así pues, la 
referida Resolución Directoral señala lo siguiente. 

(…) de la revisión de los hechos verificados en los Informes de Actuaciones Inspectivas y 
Actas de Infracción obrantes en autos de fojas 185 a 264, se advierte que la Autoridad 
Inspectiva de Trabajo (…) dejó constancia que la empresa recurrente realiza actividades 
económicas dentro del rubro telecomunicaciones; máxime, cuando de la revisión del 

                                                           
1 Es preciso señalar que conforme al artículo 139 de nuestra Constitución, la motivación debe ser 
expresa. Por tanto, el razonamiento y la fundamentación jurídica deben ser expresos. 
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Acta de Infracción Nº 134-2011, correspondiente a la Orden de Inspección Nº 25203-
2010, se advierte que el Inspector de Trabajo comisionado verificó que la recurrente se 
encuentre vinculada a la empresa Telefónica del Perú S.A.A., mediante un contrato de 
locación de servicios, por el que se obliga a prestarle servicios de instalación, 
mantenimiento y de reparación de servicios que incluyen los servicios que presta dicha 
empresa, es decir, telefonía fija, telefonía móvil, televisión por cable, internet y otros 
productos, verificándose además, que las actividades detalladas en el precitado 
contrato de locación de servicios celebrado entre la recurrente y la empresa Telefónica 
del Perú S.A.A., se encuentran dentro del rubro de las telecomunicaciones previstas en 
el numeral 6420 de la Clasificación Internacional Industrial Unificada (CIIU), lo cual es 
concordante con lo establecido en el artículo 13º del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Telecomunicaciones, aprobado por el Decreto Supremo Nº 013-93-TCC, que señala: “Se 
considera teleservicios o servicios finales a aquellos servicios de telecomunicaciones que 
proporcionan la capacidad completa que hace posible la comunicación entre usuarios. 
Forman parte de estos servicios finales, entre otros, los siguientes: a) El servicio 
telefónico, fijo y móvil (…)”, en ese sentido, se colige que la empresa COBRA PERÚ S.A., 
emplazada en el presente procedimiento, se encuentra habilitada para iniciar una 
negociación colectiva por rama de actividad con el SITENTEL; más aún, cuando el artículo 
16º de la Ley Nº 28806, señala que: “ (…) Los hechos constatados por los inspectores 
actuantes que se formalicen en las actas de infracción observando los requisitos que se 
establezcan, se presumen ciertos sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus 
respectivos derechos e intereses puedan aportar los interesados. El mismo valor y fuerza 
probatoria tendrán los hechos comprobados por la inspección del trabajo que se reflejen 
en los informes así como en los documentos en que se formalicen las medidas inspectivas 
que se adopten”, hechos verificados por la Autoridad Inspectiva de Trabajo que a la 
fecha no han sido desvirtuados por la recurrente, (…)” 

A partir del propio desarrollo que hace la AAT para el caso de la empresa COBRA, se señala que 
la empresa realiza actividad de telefonía como consecuencia de la revisión del Acta de Infracción 
Nº 134-2011 donde se advierte la existencia de un contrato de locación entre COBRA y 
Telefónica del Perú S.A.A. por el cual, la primera se obliga para con la segunda, a la prestación 
de servicios de instalación, mantenimiento y de reparación de servicios que incluyen los servicios 
que presta dicha empresa, es decir, telefonía fija, telefonía móvil, televisión por cable, internet 
y otros productos. Además de ello, la AAT señala que, por la prestación de servicios bajo 
contrato de locación, COBRA realiza labores de Telecomunicaciones conforme al numeral 6420 
del CIIU y del art. 13º del T.U.O. de la Ley de Telecomunicaciones, incluso refiere que los servicios 
brindados por COBRA son clasificados como servicios finales. Adelantamos que la AAT realiza 
una motivación aparente en este punto, volveremos sobre ello posteriormente. 

Por último, tenemos que la Resolución Directoral General 021-2011, en última instancia, valida 
la aplicación de la instancia inferior en grado del principio de primacía de la realidad. Se reitera 
el valor probatorio de CERTEZA atribuido a lo constatado por los Inspectores de Trabajo. Aunado 
a ello, agrega la resolución en referencia que se motiva válidamente la resolución de segunda 
instancia venida en grado, puesto que se ha acogido íntegramente actuaciones inspectivas 
precedentes las cuales obran en el expediente y están plenamente identificadas.  

Así las cosas, la AAT aplica el principio de primacía de la realidad estableciendo que la realidad 
formal es que las empresas emplazadas no son ni parte del grupo Telefónica ni empresas del 
sector telecomunicaciones. No obstante, la realidad concreta o material demostrada por las 
actas de inspección e informes de actuaciones inspectivas, permiten concluir que las empresas 
emplazadas hacen labores de telefonía y, por tanto, pueden negociar por rama de actividad 
(telecomunicaciones) con SITENTEL. 
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En nuestro concepto, la AAT parte de un presupuesto errado y, este es, atribuir a las actas de 
infracción y a los informes de actuaciones inspectivas una presunción de certeza que, como 
desarrollaremos posteriormente, NO tienen. Por lo tanto, si no tienen presunción de certeza las 
actas de infracción, su valor probatorio no satisface la CONSTATACION en los hechos que es 
necesaria e indispensable para poder aplicar el principio de primacía de la realidad. 

3.1.2 ¿Cuál es el valor probatorio de las Actas de Infracción? ¿Qué significa la 

expresión merecen fe en cuanto al valor probatorio de las actas de infracción? 

 

a) Marco Teórico 

Como punto de partida, se hace necesario remitirnos a las normas pertinentes que atribuyen 
valor probatorio a las actas de infracción dentro de un procedimiento administrativo. No debe 
perderse de vista que, bajo el Estado Social y Constitucional de Derecho en que nos 
encontramos, nuestro ordenamiento jurídico garantiza la supremacía de la constitución, así 
como el hecho de que no hay zonas exentas de control constitucional. 

Es así que, en nuestro ordenamiento los principios juegan un rol central, pues sirven como 
verdaderos criterios de interpretación tanto para entender las normas constitucionales como a 
aquellas infra constitucionales. No en vano juristas reconocidos como Rubio señalan que los 
principios generales del derecho dotan del contenido mismo a las normas, así como al Derecho 
como totalidad sea que se encuentren expresamente recogidos o no en la legislación. Un 
principio general del Derecho puede no estar recogido en la legislación y aun así existir, 
funcionar y ser exigible en el ordenamiento jurídico. (2009: 284) 

Así las cosas, nuestra Constitución reconoce expresamente al principio de legalidad, en su 
artículo 2º inciso 24, literales a) y d). Aunado a ello, debe repararse que el principio de legalidad 
tiene tal trascendencia que, aunque no era necesario su regulación particular, el T.U.O. de la Ley 
de Procedimiento Administrativo General lo recoge también en su artículo IV numeral 1.1. 

Artículo IV. Principios del procedimiento administrativo 

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes 
principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho 
Administrativo: 

1.1. Principio de legalidad. - Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a 
la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de 
acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas. (…) 

Así pues, hemos establecido la relevancia que tiene para la Autoridad Administrativa la 
observancia del principio de legalidad y, a partir de ello, la obligación que esta tiene de observar 
las normas pertinentes a fin de aplicar el derecho que corresponde al caso en concreto. Toyama 
y Neyra advierten al respecto que el principio de legalidad o tipicidad es de cumplimiento 
obligatorio tanto para funcionarios como sujetos inspeccionados según lo establece la Carta 
Magna, las leyes, reglamentos y otras normas vigentes. (2011: 42). 

Por otra parte, un segundo principio que cobra especial relevancia antes de efectuar una 
correcta interpretación a propósito del verdadero valor probatorio que tienen las actas de 
infracción emitidas en el marco de un procedimiento administrativo sancionador, ciertamente, 
resulta ser el principio de presunción de inocencia recogido en el artículo 2 inciso 24 literal e) de 
nuestra Carta Magna. Los reconocidos laboralistas Dr. Toyama y el Dr. Neyra nos grafican cómo 
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se conjugaría el valor probatorio de las actas de infracción con el principio de presunción de 
inocencia. Así pues, refieren que el Acta de Infracción es documento público que sintetiza la 
investigación a cargo de los inspectores, efectuando imputaciones al inspeccionado que, luego, 
presenta descargos teniendo a priori la presunción de inocencia a su favor. En tal sentido, el 
Acta de Infracción NO es un acto administrativo en sentido estricto, pues no supone para el 
administrado efecto jurídico definitivo (NO hay multa impuesta, aclaración nuestra). Es, 
entonces, como mucho, un acto administrativo de trámite, prueba de ello es que no se puede 
impugnar (entiéndase bajo recursos administrativos, aclaración nuestra), como sí ocurre con un 
acto administrativo. Por lo tanto, el acta de infracción es un acto preparatorio para un posterior 
pronunciamiento de la Autoridad Administrativa de Trabajo y, como tal, NO puede tener 
presunción de certeza. (2011:202) 

Tomando en cuenta lo señalado por el precitado autor, con quien coincidimos plenamente, 
tenemos que las actas de infracción realmente no constituyen una presunción iure et de iure (o 
presunción de certeza como la denominan los Dres. Toyama y Neyra), sino que se trataría más 
bien de una presunción iuris tantum –que admite prueba en contrario. El argumento central del 
Dr. Toyama es que el acta de infracción no puede gozar de presunción de certeza al no ser un 
acto administrativo definitivo, sino uno de mero trámite (y, por tanto, no impugnable). 

Respecto a lo señalado por el Dr. Toyama y el Dr. Neyra, resulta pertinente señalar que el acta 
de infracción, ciertamente, no pone fin a la instancia ni produce efectos jurídicos en sí. Por el 
contrario, se trata de una propuesta de los inspectores de trabajo a fin de que se evalúe si cabe 
o no la imposición de una sanción por una falta pasible de multa administrativa. Tan es así que 
no se produce efectos jurídicos definitivos que, pese a que el acta de infracción proponga una 
serie de faltas por vulneraciones al ordenamiento jurídico sociolaboral, estas faltas pueden no 
ser acogidas ni impuestas al administrado en resolución de primera instancia.  

Según Toyama y Neyra se debe distinguir las etapas del procedimiento administrativo 
sancionador: etapa inspectiva y etapa sancionatoria. En la primera etapa, inspectiva, no se 
configura ninguna presunción de certeza; en cambio, en la etapa sancionatoria si existe tal 
presunción respecto a lo constatado por el funcionario del MTPE. Añaden los autores referidos 
que, sea que se trate de la etapa sancionatoria o inspectiva, se precisa un sustento adecuado de 
la AAT a fin de no vulnerar la presunción de inocencia del inspeccionado (2011: 202). Ello nos 
lleva, entonces, a cuestionarnos sobre cuál es el verdadero valor probatorio que tienen las actas 
de infracción. 

Así pues, reiterando la relevancia que tiene el principio de legalidad en nuestro ordenamiento, 
corresponde remitirnos a los artículos 16° y 47° de la Ley General de Inspección del Trabajo que 
refieren lo siguiente. 

Artículo 16.- Actas de Infracción 

Las Actas de Infracción por vulneración del ordenamiento jurídico sociolaboral, así como 
las actas de infracción por obstrucción a la labor inspectiva, se extenderán en modelo 
oficial y con los requisitos que se determinen en las normas reguladoras del 
procedimiento sancionador. 

Los hechos constatados por los inspectores actuantes que se formalicen en las actas de 
infracción observando los requisitos que se establezcan, se presumen ciertos sin 
perjuicio de las pruebas que en defensa de sus respectivos derechos e intereses 
puedan aportar los interesados. 
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El mismo valor y fuerza probatoria tendrán los hechos comprobados por la Inspección 
del Trabajo que se reflejen en los informes, así como en los documentos en que se 
formalicen las medidas inspectivas que se adopten.  

  Artículo 47.- Carácter de las Actas de Infracción 

Los hechos constatados por los servidores de la Inspección del Trabajo que se 
formalicen en las Actas de Infracción observando los requisitos establecidos, merecen 
fe, sin perjuicio de las pruebas que puedan aportar los sujetos responsables, en 
defensa de sus respectivos derechos e intereses [El resaltado es mío]. 

Como señalan expresamente las normas precitadas, merecen fe los hechos constatados en las 
Actas de Infracción al igual que los hechos comprobados que se reflejen en los Informes2. Es 
decir, no toda el acta de infracción o informes gozan de una presunción legal a su favor, sino 
solo el extremo referido a los hechos. Recordemos que, conforme al artículo 46º de la Ley 
General de Inspección del Trabajo, el Acta de Infracción tiene las siguientes partes. 

 Artículo 46.- Contenido de las Actas de Infracción 

      Las Actas de Infracción de la Inspección del Trabajo, reflejarán: 

      a) Los hechos constatados por el Inspector del Trabajo que motivaron el acta. 

      b) La calificación de la infracción que se impute, con expresión de la norma vulnerada. 

      c) La graduación de la infracción, la propuesta de sanción y su cuantificación. 

d) En los supuestos de existencia de responsable solidario, se hará constar tal 
circunstancia, la fundamentación jurídica de dicha responsabilidad y los mismos datos 
exigidos para el responsable principal. [El resaltado es mío] 

Así las cosas, bajo una interpretación sistemática de los artículos 16º, 46º y 47º de la Ley General 
de Inspección del Trabajo tenemos que solo los hechos constatados por el Inspector de trabajo 
merecen fe. Es decir, un acta de infracción o informe bajo ningún supuesto acredita la veracidad 
de sus conclusiones o de las faltas que propone. Sin perjuicio de ello, debemos advertir que esta 
distinción no ha sido tomada en cuenta por la doctrina, la cual analiza el valor probatorio del 
Acta de Infracción como un todo, pese a no ser esta la redacción de la norma como hemos visto 
anteriormente. Con lo cual, aun cuando la doctrina haga referencia al acta de infracción como 
un todo, debemos tener presente que se discute únicamente el valor probatorio de los hechos 
constatados en el acta de inspección o informe. 

Ahora bien, habiendo establecido que solo la parte de hechos verificados del Acta de Infracción 
merece fe o, en otras palabras, genera una presunción, nos queda ver qué tipo de presunción 
se trata.  

                                                           
2 Es preciso señalar que una inspección laboral, luego de aperturada la orden de inspección 
correspondiente puede significar la emisión de un acta de infracción (en el caso de que, presumiblemente, 
haya infracciones en materia laboral) o de un informe (cuando no se advierte ninguna falta o infracción 
laboral). 
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Toyama y Neyra señalan que la Ley otorga una presunción de certeza a los actos administrativos 
que se enmarca en una presunción Iuris Tantum. Explican los referidos autores que el acta de 
infracción es, en realidad, un documento público y que este no podría llegar a tener presunción 
de certeza puesto que, al emitirse el acta, se otorga a la empresa la posibilidad de presentar 
descargos. Por tanto, si hubiera una presunción de certeza respecto al acta de infracción, se 
vulneraría la presunción de inocencia que tiene la empresa como administrado en el marco del 
debido proceso. (2011: 202) 

Nosotros coincidimos con los Dres. Toyama y Neyra. Ciertamente, el acta de infracción es un 
acto administrativo de trámite (no produce efectos jurídicos sobre el administrado y no es 
impugnable) que no puede gozar de presunción de certeza, en suma, no es más que un 
documento público pues es emitido por un funcionario público en ejercicio de sus funciones y 
que, como cualquier prueba, deberá ser contrastada con las demás pruebas que las partes 
presenten y no puede ser tenida en cuenta a su sola invocación como una verdad absoluta 
respecto a su contenido.  

En otras palabras, el acta de infracción como acto administrativo de trámite que es, no puede 
gozar de presunción de certeza del mismo modo que los informes que tienen el mismo valor 
probatorio (art. 16 LGIT), pues aún no produjo efectos resolviendo el fondo, sino que es apenas 
una propuesta que, ante los descargos de la empresa, será materia de resolución por la 
administración. Darle la presunción de certeza al acta de infracción, desconocería de manera 
absoluta la presunción de inocencia y haría que el procedimiento sancionador inicie prejuzgando 
que el administrado (empresa) cometió falta. 

La jurisprudencia administrativa ha entendido plenamente nuestro punto de vista y, ha señalado 
lo siguiente en el Expediente Sancionador Nº 127-2021-PS/SUNAFIL/IRE-CAJ/SIRE (Resolución 
N° 393 -2021-SUNAFIL/TFL-Primera Sala).  

Sobre el particular, la Resolución de Intendencia Nº 85-2015-SUNAFIL/ILM del 30 de 
marzo de 2015, emitida por la Intendencia de Lima Metropolitana, señala en el 
fundamento 8 que ‘(…) la naturaleza de las actas de infracción, no es la de un acto 
administrativo, por el contrario son actos de administración, consistentes en 
manifestaciones o declaraciones, expresiones intelectivas de voluntad, conocimiento, 
opinión recomendación, juicio, deseo, etc., formando gran parte de las piezas 
procesales de los expedientes administrativos, considerándose actos no productores 
de efectos jurídicos directos, pudiendo ser medidas de prueba que la administración 
produzca durante el procedimiento: Pericias, declaraciones testimoniales, producción de 
pruebas, actas documentales o instrumentales, etc.’ [El resaltado es mío] (citado en 
Tribunal de Fiscalización Laboral 2021: 9) 

Posteriormente, la jurisprudencia administrativa más reciente, en el Expediente Sancionador Nº 
028 -2020-SUNAFIL-IRE-APU, ha precisado en su Resolución Nº 20-2021-SUNAFIL/TFL-Primera 
Sala que resolvió el recurso de revisión interpuesto por Pacific Security contra la Resolución de 
Intendencia Nº 016-2021-SUNAFIL/IRE-APU lo siguiente. 

6.23 Si bien un sector de la administración considera al Acta de Infracción como un acto 
de administración, esta Sala considera que los alcances del Acta de Infracción exceden 
el concepto de mero acto de trámite con el que se le pretende clasificar; por el contrario, 
sus alcances vinculan la actuación de la administración en etapas posteriores siguientes 
(el procedimiento instructivo mismo), formulándose la Imputación de cargos y el 
Informe Final de Instrucción (inicio y fin del procedimiento instructivo) de acuerdo a la 
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propuesta de incumplimientos y a las actuaciones que durante la etapa inspectiva se 
realicen.  

6.24 En base a ello, es consecuente considerar al Acta de Infracción como un acto 
administrativo de trámite, pasible de ser impugnado sólo en aquellos casos en los 
cuales este determine ‘…la imposibilidad de continuar el procedimiento…’ o produzca 
indefensión, según lo prescribe el numeral 2 del artículo 217 del TUO de la LPAG. Sobre 
el criterio de causar indefensión, se entiende por éste a ‘…aquellos actos que aún sin 
tener la cualidad de definitivo, coloquen al administrado en una imposibilidad de 
defenderse de otro modo (…)’ [El resaltado es mío]. 

En este sentido, el hecho de que la jurisprudencia administrativa sea unánime al sostener que 
el acta de infracción es un acto administrativo de trámite y, por tanto, no produce efectos 
jurídicos, no hace más que reforzar nuestra postura; puesto que, si el acta de infracción por 
definición NO genera efectos jurídicos, menos aún se podrá sostener que genera una presunción 
de certeza. 

b) Del caso en concreto 

En el literal precedente hemos desarrollado que aquellos hechos verificados que integran el Acta 
de Infracción merecen fe, únicamente, en el sentido de que constituyen documento público, 
mas no así en el sentido que generen presunción de certeza. De allí que, a partir de la sola 
valoración de los hechos constatados en el Acta de Infracción no es posible sustentar 
infracciones en materia laboral, sino que se requiere de una interpretación de tales hechos que, 
a la postre, deben ser contrastados con las alegaciones y el acervo probatorio que presente el 
administrado. 

En el sub capitulo precedente advertimos que, en el expediente sub examine, se aplicó como 
sustento para validar el inicio de la negociación por rama de actividad entre SITENTEL y las 
empresas emplazadas, el principio de primacía de la realidad. Así pues, la AAT acogió 
íntegramente los hechos constatados en actas de infracción e informes de actuaciones 
inspectivas para señalar que se acredita que las empresas emplazadas realizan labor de 
telefonía. Y, bajo este solo argumento, sin mayor análisis, se concluyó que SITENTEL contaba con 
legitimidad negocial frente a las empresas emplazadas para negociar por rama de actividad. 

Así las cosas, en base a lo desarrollado en el presente sub capitulo queda evidenciado el error 
incurrido por la AAT. Como hemos desarrollado, los hechos constatados en las Actas de 
Infracción y en los Informes de actuaciones inspectivas si bien merecen fe, generan una 
presunción IURIS TANTUM, con lo cual NO pueden ser utilizados como fundamento único y 
excluyente del resto de pruebas aportados al procedimiento. Así pues, frente a la valoración de 
las actas de infracción e informes invocados por la AAT en sus pronunciamientos, corresponde 
efectuar un contraste con lo alegado por el administrado y, más aun, con sus medios probatorios 
presentados a lo largo del procedimiento administrativo. 

En este sentido, bajo los estándares de la debida motivación que comprende al derecho a probar 
corresponde valorar las pruebas en su conjunto, entre ellas las actas de infracción e informes 
invocados por la AAT en sus pronunciamientos. Así pues, en el sub capitulo siguiente 
desarrollaremos estos estándares de la debida motivación y como se aplicaron al caso concreto. 

3.1.3 ¿Cuándo podemos señalar que existe motivación suficiente? ¿Cómo debió 

interactuar el principio de verdad material con la debida motivación en el 

presente procedimiento administrativo?  
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a) Marco Teórico 

Al respecto, en el presente acápite desarrollaremos el marco normativo en torno a la debida 
motivación en el procedimiento administrativo; la postura de la doctrina en torno a la debida 
motivación en el marco del derecho administrativo; y, la jurisprudencia en torno a la materia 
referida.  

Así pues, como punto de partida es preciso remitirnos al artículo 139º inciso 3) de nuestra 
Constitución que establece la observancia al debido proceso y la tutela jurisdiccional como 
principios y derechos de la función jurisdiccional. 

Ahora bien, podría pensarse que la norma constitucional precitada establece únicamente la 
observancia del debido proceso como un deber propio y exclusivo de la función jurisdiccional y, 
por tanto, excluido de otros ámbitos como el administrativo. Aúna a este pensamiento, por 
ejemplo, el hecho de que el propio TC ha señalado y advertido expresamente que los tribunales 
u órganos colegiados administrativos están excluidos de la función jurisdiccional. Así lo ha 
señalado el máximo intérprete de nuestra carta magna en su Sentencia recaída en el Expediente 
Nº 04293-2012-PA/TC.  

33. En ese sentido, el precedente en referencia tiene cuando menos tres 
objeciones importantes, a saber:  

a. En primer término, cuando la Constitución regula esta atribución, no solo 
establece la residencia en el Poder Judicial -dado que está considerada en el 
Capítulo pertinente a dicho poder del Estado-, sino que en la redacción del 
mismo se expone, luego de afirmar que la potestad de administrar justicia 
emana del pueblo y la ejerce el Poder Judicial, la forma en que deban proceder 
los jueces y no cualquier otro funcionario público. De modo que los alcances de 
esta disposición en el mejor de los casos pueden ser extensivos a todos los que 
desempeñen una función jurisdiccional, por mandato de la Constitución, pero 
en modo alguno puede considerarse dentro de tales alcances a los tribunales 
administrativos. [el destacado es mío]  

Como se advierte del fundamento precitado, es claro que el Tribunal Constitucional entiende 
que los tribunales administrativos no ejercen función jurisdiccional, sino solo el poder judicial. 
Siendo ello así, acorde al artículo 139º de nuestra carta magna donde expresamente se señala 
como principio y derecho de la función jurisdiccional la observancia al debido proceso, se ha de 
concluir que un tribunal u órgano colegiado administrativo NO tiene como principio y/o derecho 
a la observancia o respeto al debido proceso; puesto que, reiteramos, estos colegiados no 
ejercen función jurisdiccional como el TC ha señalado expresamente.  

No obstante, en reiteradas oportunidades el TC ha señalado que el debido proceso debe ser 
observado también en sede administrativa. Así tenemos que, el TC ha señalado lo siguiente en 
su Sentencia recaída en el Exp. Nº 03146-2012-PA/TC. 

4.3.1. El artículo 139º inciso 3) de la Constitución Política del Perú establece que: “Son 
principios y derechos de la función jurisdiccional: (…) 3. La observancia del debido 
proceso y la tutela jurisdiccional.”. Al respecto este Tribunal, en más de una 
oportunidad, ha establecido que el derecho al debido proceso es aplicable no sólo a 
nivel judicial sino también en sede administrativa e incluso entre particulares, y 
supone el  cumplimiento de  todas  las garantías, requisitos y normas de orden público 
que deben observarse en las instancias procesales de todos los procedimientos, 
incluidos los administrativos y conflictos entre privados, a fin de que las personas estén 

https://go.vlex.com/vid/42814763/node/139?fbt=webapp_preview
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en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto que 
pueda afectarlos. [el destacado es mío]  

Partiendo del marco constitucional antes expuesto, corresponde traer a colación el marco infra 
constitucional donde se advierte, a fin de despejar toda duda al respecto, que el debido proceso 
es de observancia obligatoria en sede administrativa, judicial u otros ámbitos. 

Así las cosas, conforme al Artículo IV del Título Preliminar del T.U.O. de la LPAG se establece lo 
siguiente: 

1.2. Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de los derechos y 
garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías 
comprenden, de modo enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a 
acceder al expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y a 
presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso 
de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en 
derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las 
decisiones que los afecten. 

La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios del 
Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal es aplicable solo en 
cuanto sea compatible con el régimen administrativo. [el destacado es mío] 

Asimismo, el artículo 44º inciso a) de la Ley Nº 28806 señala lo siguiente. 

Artículo 44.- Principios generales del procedimiento 

      El procedimiento sancionador se basa en los siguientes principios: 

a) Observación del debido proceso, por el que las partes gozan de todos los derechos y 
garantías inherentes al procedimiento sancionador, de manera que les permita exponer 
sus argumentos de defensa, ofrecer pruebas y obtener una decisión por parte de la 
Autoridad Administrativa de Trabajo debidamente fundada en hechos y en derecho. 
[el destacado es mío] 

Bajo el razonamiento expuesto, es claro que la Autoridad Administrativa de Trabajo debe 
fundamentar debidamente las decisiones por las cuales resuelve los conflictos de interés. 

A mayor abundamiento, tenemos el artículo 3° del T.U.O. de la LPAG que, en referencia a la 
validez de los actos administrativos, señala: 

Son requisitos de validez de los actos administrativos:  

(…) 

4. Motivación. - El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción 
al contenido y conforme al ordenamiento jurídico. 

Asimismo, y en referencia a la debida motivación, el artículo 6 del T.U.O. de  la LPAG señala que: 

(…)  6.1 La motivación deberá ser expresa, mediante una relación concreta y directa de 
los hechos probados relevantes del caso específico, y la exposición de las razones 
jurídicas y normativas que con referencia directa a los anteriores justifican el acto 
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adoptado.  (…) 6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas 
generales o vacías de fundamentación para el caso concreto o aquellas fórmulas que por 
su oscuridad, vaguedad, contradicción o insuficiencia no resulten específicamente 
esclarecedoras para la motivación del acto. (…) 

Adicionalmente, cabe advertir que el Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente en el 
expediente N° 03891-2011-PA/TC: 

(…) El debido proceso administrativo supone, en toda circunstancia, el respeto –por 
parte de la administración pública o privada– de todos los principios y derechos 
normalmente invocables en el ámbito de la jurisdicción común o especializada, a los 
cuales se refiere el artículo 139° de la Constitución (juez natural, juez imparcial e 
independiente, derecho de defensa, etc.). El fundamento principal por el que se habla 
de un debido procedimiento administrativo encuentra sustento en el hecho de que 
tanto la jurisdicción como la administración están indiscutiblemente vinculados a la 
Carta Magna, de modo que si ésta resuelve sobre asuntos de interés de los 
administrados, y lo hace mediante procedimientos internos, no existe razón alguna 
para desconocer las categorías invocables ante el órgano jurisdiccional” [lo destacado 
es mío].  

Asimismo, en lo que se refiere a la motivación de los actos administrativos, el Tribunal 
Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N° 2192-2004-AA/TC ha señalado que:  

La motivación de las decisiones administrativas no tiene referente constitucional 
directo. No obstante, se trata de un principio constitucional implícito en la organización 
del Estado Democrático de derecho, que se define en los artículos 3° y 43° de la 
Constitución como un tipo de Estado contrario a la idea del poder absoluto o 
arbitrario.  En el Estado constitucional democrático, el poder público está sometido al 
Derecho, lo que supone, entre otras cosas, que la actuación de la Administración deberá 
dar cuenta de esta sujeción a fin de despejar cualquier sospecha de arbitrariedad. Para 
lograr este objetivo, las decisiones de la Administración deben contener una adecuada 
motivación, tanto de los hechos como de la interpretación de las normas o el 
razonamiento realizado por el funcionario o colegiado, de ser el caso [lo destacado es 
mío]. 

Así pues, una de las garantías del debido procedimiento administrativo consiste en que la 
administración se pronuncie sobre los argumentos o situaciones expuestas en el procedimiento, 
a fin de emitir un pronunciamiento acorde a derecho. No se puede sustentar un acto 
administrativo bajo la apreciación individual de la administración, desconociendo la teoría del 
caso de las partes o sus pruebas. De lo contrario, se estaría vulnerando dicha garantía puesto 
que se trataría de un acto administrativo ausente de motivación suficiente. 

Toyama y Neyra nos señalan respecto a la debida motivación en el procedimiento administrativo 
que en nuestro ordenamiento se pensaba en el debido proceso de manera sesgada, pues 
anteriormente se pensaba que el debido proceso solo incidía o era exigible en procesos 
judiciales. Ello, al día de hoy ha sido superado, pues al día de hoy es claro que el debido proceso 
también es exigible y aplicable en sede administrativa (2011: 191). 

Es así que, habiendo advertido que el derecho a la debida motivación es propio, por mandato 
constitucional, también del ámbito administrativo, así como el hecho de que los actos 
administrativos deben estar debidamente motivados, pues es uno de sus requisitos de validez, 
corresponde evidenciar cuál es el contenido que debe tener una debida motivación.  
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En este punto nos resulta central e ineludible remitirnos al desarrollo que, en la doctrina 
nacional, ha hecho el reconocido administrativista Dr. Morón quien nos dice que la debida 
motivación comprende el sustento jurídico citando, necesariamente, las fuentes jurídicas 
respectivas, así como la referencia sucinta a las argumentaciones alegadas por los administrados 
a fin de que se amparen o no. Asimismo, se precisa una fundamentación de los aspectos jurídicos 
que se satisface mencionando la fuente normativa correspondiente; y, a su vez, una cita de los 
hechos apreciados bajo los cuales la Administración resuelve generándose convicción. 
Finalmente, establece el autor que no es debida motivación los supuestos no acreditados o 
inexistentes, los que no son fiables, los no examinados o los que resultan genéricos. (2015: 164) 

De lo expuesto por el Dr. Morón concluimos que una debida motivación se constituye por una 
expresa fundamentación de los aspectos jurídicos, así como de la cita de los hechos apreciados. 
Siendo que, i) la fundamentación jurídica-interpretativa debe ser expresa; y, ii) la cita a los 
hechos apreciados debe ser sobre hechos existentes, confiables y examinados. 

Asimismo, exponemos reiterada jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional, quien 
señala que la vulneración al derecho a probar es una clara vulneración al derecho al debido 
proceso y por tanto es también predicable al debido proceso administrativo, por cuanto su 
vulneración ataca el núcleo esencial de este último. 
 

- Exp. N° 1014-2007-PHC/TC:  
 

8. Este Tribunal Constitucional ha señalado (vid. STC 010-2002-AI/TC, FJ 133-
135) que el derecho fundamental a la prueba tiene protección constitucional, 
en la medida en que se trata de un derecho comprendido en el contenido 
esencial del derecho al debido proceso, reconocido en el artículo 139, inciso 3, 
de la Constitución. Una de las garantías que asisten a las partes del proceso es 
la de presentar los medios probatorios necesarios que posibiliten la creación de 
convicción en el juzgador sobre la veracidad de sus argumentos. (…) 
 
10. No obstante, es menester considerar también que el derecho a la prueba 
lleva aparejada la posibilidad de postular, dentro de los límites y alcances que la 
Constitución y las leyes reconocen, los medios probatorios pertinentes para 
justificar los argumentos que el justiciable esgrime a su favor. Por ello, no se 
puede negar la existencia del derecho fundamental a la prueba. Constituye un 
derecho fundamental de los justiciables producir la prueba relacionada con los 
hechos que configuran su pretensión o su defensa. Según esta dimensión 
subjetiva del derecho a la prueba, las partes o un tercero legitimado en un 
proceso o procedimiento tienen el derecho de producir la prueba necesaria con 
la finalidad de acreditar los hechos que configuran su pretensión o defensa. 
 
14. (…) la omisión injustificada de la valoración de una prueba aportada por las 
partes, respetando los derechos fundamentales y las leyes que la regulan, 
comporta una vulneración del derecho fundamental a la prueba y, por ende, 
del debido proceso (…) [lo destacado es mío]. 

 
- Exp. N° 05311-2007-PA/TC:  

 
§.4. Prueba y debido proceso 
9. La utilización de los medios de prueba pertinentes para la defensa o 
resolución del caso constituye una de las manifestaciones del ejercicio de los 
derechos a la prueba y de defensa, ambos derechos integrantes del debido 



 
24 

proceso, que resulta vulnerado cuando los órganos judiciales no actúan o 
practican la prueba admitida oportunamente, o cuando inmotivadamente no 
admiten pruebas relevantes para la decisión final, o cuando, con una 
interpretación y aplicación arbitraria e irrazonable de la legalidad la rechazan. 
 
10. En sentido similar, considero que el derecho a la prueba se vulnera cuando 
se demuestra que entre los hechos que se quisieron probar y no se puede 
hacerlo y las pruebas inadmitidas, existe la probabilidad razonable de que la 
resolución final del proceso podía haber sido favorable a las pretensiones de 
haberse aceptado y practicado la prueba propuesta. [lo destacado es mío]  

 
Así vistas las cosas, para el TC el derecho a probar es un elemento esencial del derecho al debido 
proceso. Y, siendo que el debido proceso es predicable también del ámbito administrativo, los 
Tribunales u órganos colegiados administrativos al igual que los jueces tienen la obligación de 
respetar también el derecho a probar, es decir, a decir admitir, actuar y valorar debidamente las 
pruebas ofrecidas por las partes del proceso o procedimiento administrativo que se ventila. 
 
Bajo este contexto, resulta notorio que los medios probatorios admitidos y actuados en el 
proceso forman una unidad, por lo que deben ser valorados en forma conjunta, debiéndose 
confrontar uno a uno todos los medios de prueba, con la finalidad de que la decisión final sea 
una síntesis de la totalidad de los medios de prueba y de los hechos que las partes pretendieron 
acreditar, verificar o investigar. 
 
De esta manera, no cabe duda que el juzgador antes de emitir sentencia debe valorar las pruebas 
admitidas y actuadas a lo largo del proceso, la misma exigencia es predicable en los 
procedimientos administrativos. 
 
Bajo lo expuesto, es claro que las pruebas ofrecidas por los administrados no pueden ser 
ignoradas por la administración. Ello no supone que deban ser siempre admitidas o incluso que 
el juez o la autoridad administrativa deban darle el valor que las partes o administrados 
pretenden, pero su admisión, inadmisibilidad o valor probatorio deben ser declarados por la 
autoridad administrativa o el juez bajo los estándares de una debida motivación. 
 
A mayor abundamiento, el TC ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre el contenido de una 
debida motivación en el recurso de agravio constitucional interpuesto por Giuliana Flor de María 
Llamoja Hilares contra la sentencia expedida por la Primera Sala Pena para Reos en Cárcel de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, estableciendo con mayor detalle una clasificación de los tipos 
de defectos en el razonamiento del juzgador o, en otras palabras, los supuestos de vicios en la 
motivación.  
 
Así pues, el Tribunal Constitucional ha señalado en el referido proceso que son seis los tipos de 
vicios en la motivación.  
 

1. La motivación aparente que ocurre cuando no hay una mínima expresión de las 
razones que fundamentan el fallo o no se responde a lo argüido por las partes 
durante la causa, o se intenta dar sustento sin ampararse en fundamentos 
facticos o jurídicos.  

 
2. La falta de motivación interna del razonamiento que es cuando de las premisas 

que toma el juez no se llega, lógicamente, a la inferencia que sostiene. Así como 
cuando hay incoherencia narrativa, sea porque el discurso es confuso, 
incoherente, o no llega a transmitir las razones del juez. 
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3. Deficiencias de la motivación externa que ocurre cuando las premisas que 

sustentan el fallo no superan un mínimo tamiz de comprobación fáctica o 
jurídica. El juez ha omitido el análisis y confrontación de sus premisas con la 
realidad o la interpretación jurídica. 

 
4. Motivación insuficiente que ocurre cuando el juez no da razones jurídicas o 

fácticas de las que se puede desprender la conclusión a la que arriba, pues 
aquellas son escasas. 

 
5. Motivación sustancialmente incongruente ocurre cuando el juez se desvía de la 

tesis o teoría del caso de las partes, deja sin atender pretensiones. Es decir, lo 
resuelto por el juez no es congruente con lo planteado por las partes, se aleja 
del foco del debate. 

 
6. Motivaciones cualificadas ocurre cuando se requiere de una motivación especial 

como consecuencia de lo que está en debate, por ejemplo, cuando el juez 
sustenta el rechazo de una demanda o la libertad de un justiciable (Tribunal 
Constitucional 2008: 6-8). 
 

En este sentido, hemos advertido que las resoluciones administrativas deben encontrarse 
debidamente motivadas dando cuenta, además, de una correcta valoración de las pruebas 
ofrecidas por las partes evitando incurrir en los vicios de la debida motivación antes 
desarrollados. Ello no quiere decir que, todas las pruebas deban ser admitidas o que estas gocen 
de la finalidad probatoria que las partes quieren darle, sino que corresponde a la administración 
pronunciarse respecto a la integridad de ellas o en todo caso señalar porque determinado medio 
probatorio no le genera convicción. Finalmente, la motivación debe ser suficiente, esto es, no 
debe tratarse de una motivación aparente, con defectos internos, deficiencias en la justificación 
de las premisas que toman como base, con motivación insuficiente o sustancialmente 
incongruente. 

b) Del caso en concreto 

Conforme hemos desarrollado en los sub capítulos precedentes, bajo el principio de primacía de 
la realidad hacemos prevalecer la realidad frente a la formalidad recurriendo para ello a la 
constatación en los hechos. Es pues, esta constatación en los hechos la que nos permite advertir 
esta falta de congruencia entre lo real y lo formal, de allí que sea indispensable la constatación 
en los hechos. 

Para el caso que nos ocupa, como hemos visto anteriormente, la AAT sustento esta constatación 
en los hechos a partir de acoger de manera íntegra fundamentos extraídos de actas de infracción 
e informes. A partir de la valoración de tales instrumentales, la AAT señaló que las empresas 
emplazadas IETETE, COBRA, LARI y EMERSON desarrollan labores de telefonía y que ello los 
habilita a negociar colectivamente por rama de actividad (en el sector telecomunicaciones) con 
SITENTEL.  

Ahora bien, ya hemos desarrollado ampliamente que la constatación en los hechos que realizo 
la AAT vía el uso de lo constatado en las actas de infracción e informes como presunción de 
certeza constituye un error. El motivo reside, reiteramos, en que las actas de infracción e 
informes, en nuestra opinión sustentada en precedentes administrativos y la doctrina, NO gozan 
de presunción de certeza, sino de una presunción Iuris Tantum. Por lo tanto, se hacía necesario 
e indispensable la valoración conjunta de las actas de infracción e informes invocados por la AAT 
en sus pronunciamientos frente al acervo probatorio presentado por los administrados, así 
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como respecto a sus alegaciones. De allí que, la AAT parte su fundamentación vulnerando el 
derecho a probar de los administrados, así como su derecho de defensa bajo una motivación 
insuficiente y/o aparente. 

A fin de evidenciar lo señalado, procedemos a evidenciar los vicios en la motivación que, en 
específico, ha efectuado la AAT. 

En pronunciamiento de primera instancia 

Como hemos mencionado precedentemente, el argumento de la AAT para validar el inicio de la 
negociación colectiva por rama de actividad entre las empresas emplazadas y SITENTEL es que 
las empresas realizan actividades de Telefonía. No obstante, como profundizaremos en el 
siguiente capítulo, a fin de que la organización sindical pueda negociar colectivamente no basta 
con que esta tenga capacidad negocial, sino que además requiere tener legitimidad negocial 
(facultad concreta para negociar) y, para ello, debe poder ejercer una valida representación 
respecto a sus afiliados. Así pues, no puede dejar de verse el Estatuto de la organización sindical, 
ya que es ahí donde se expresa la decisión de los trabajadores de constituir y afiliarse a las 
organizaciones que estimen convenientes (Convenio 98 de la OIT). Solo cuando el trabajador se 
afilia cumpliendo los requisitos establecidos por el Estatuto, aquel podrá verse válidamente 
representado y el sindicato podrá actuar en ejercicio valido de la libertad sindical de su afiliado. 

Para el caso que nos ocupa, conforme al Estatuto de SITENTEL, se advierte que este afilia a los 
trabajadores de Telefónica del Perú y a los del sector de telecomunicaciones. Siendo ello así, lo 
que la administración debe en primer término concluir es que, la empresa con la que se pretende 
negociar por rama de actividad, cumple con los requisitos establecidos en el Estatuto del 
sindicato de rama. No obstante, lo que señala el pronunciamiento de primera instancia (Auto 
Directoral Nro 114-2011) es que las empresas realizan labores de telefonía.  

De allí que tengamos una motivación INSUFICIENTE. Puesto que, la controversia planteada por 
las empresas emplazadas y SITENTEL reside en determinar si estas empresas son o no parte del 
sector de telecomunicaciones. Por tanto, al resolver la AAT que las empresas emplazadas hacen 
labores de telefonía NO resuelven la controversia, al menos no íntegramente. Si la AAT considera 
que realizar labor de telefonía equivale a pertenecer al sector de telecomunicaciones, debió 
desarrollar su motivación, pues esta debe ser expresa y NO sobre entendida. 

Más aun, ya entrando en el análisis pormenorizado que realiza la AAT, podemos ver que inclusive 
su propia conclusión, esto es, que las empresas emplazadas realizan labores de telefonía, 
tampoco ha quedado válidamente sostenida a partir de las premisas de las que parte. 

Nos explicamos, respecto a IETETE, en primera instancia, la AAT toma como fundamento la 
siguiente cita textual extraída del Acta de Infracción Nro. 231-2011-MTPE/1/20.4.  

“relación de trabajadores afiliados a SITENTEL que fue puesta en conocimiento de la 
inspeccionada con fecha 19/11/2010, y con vista a la planilla electrónica del mes de 
diciembre del 2010, se tiene que los trabajadores afiliados a SITENTEL que venían 
laborando al mes de diciembre de 2010, son los que figuran en el cuadro siguiente (…)”.  

Posteriormente, el Acta de Infracción en comento hace referencia a un listado de 155 
trabajadores afiliados. 

Siendo ello así, se advierte que el Acta de Infracción 231-2011 en modo alguno constata que 
IETETE realiza actividad de telefonía. El Acta en comento, únicamente, refiere que en IETETE, a 
diciembre de 2010 había un total de 155 afiliados a SITENTEL. Por lo tanto, respecto a IETETE, se 
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advierte que la AAT incurre en una falta de motivación interna del razonamiento, pues la 
premisa de la que parte no le permite llegar, lógicamente, a la conclusión arribada. 

En pronunciamiento de segunda instancia (Resolución Directoral 022-2011-MTPE/1/20 

En este segundo pronunciamiento venido en alzada por los recursos de apelación planteados 
por las empresas emplazadas advertimos, de manera adicional a los vicios ya expuestos 
anteriormente, el hecho de que, respecto a COBRA, se señala lo siguiente. 

Décimo. – (…) respecto del Principio de Primacía de la Realidad lo siguiente: “en caso de 
discordancia entre los hechos constatados y los hechos reflejados en los documentos 
formales debe siempre privilegiarse los hechos constatados”; siendo así de los hechos 
verificados en los Informes de Actuaciones Inspectivas y Actas de Infracción obrantes en 
autos de fojas 185 a 264, se advierte que la Autoridad Inspectiva de Trabajo (…) dejo 
constancia que la empresa recurrente realiza actividades económicas dentro del rubro 
de las telecomunicaciones: máxime, cuando de la revisión del Acta de Infracción No 134-
2011, correspondiente a la Orden de Inspección No 25203-2010, se advierte que el 
Inspector del Trabajo comisionado verifico que la recurrente se encuentra vinculada a la 
empresa Telefónica del Perú S.A.A., mediante un contrato de locación de servicios, por 
el que se obliga a prestarle servicios de instalación, mantenimiento y de reparación de 
servicios, que incluyen los servicios que presta dicha empresa, es decir: telefonía fina, 
telefonía móvil, televisión por cable, internet y otros  productos, verificándose además, 
que las actividades detalladas en el precitado contrato de locación de servicios 
celebrado entre la recurrente y la empresa Telefónica del Perú S.A.A., se encuentran 
dentro del rubro de las telecomunicaciones previstas en el numeral 6420 de la 
Clasificación Internacional Industrial Unificada (CIIU), lo cual es concordante con el 
artículo 13 del Texto Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones, aprobado por 
Decreto Supremo No 013-93-TCC, que señala: “Se considera teleservicios o servicios 
finales a aquellos servicios de telecomunicaciones que proporcionan la capacidad 
completa que hace posible la comunicación entre usuarios. Forman parte de estos 
servicios finales, entre otros, los siguientes: a) El servicio telefónico, fijo y móvil (…)”, en 
ese sentido, se colige que la empresa COBRA PERU S.A., emplazada en el presente 
procedimiento, se encuentra habilitada para iniciar una negociación colectiva por rama 
de actividad con el SITENTEL (…)  

Como se advierte del considerando precitado, la AAT cita al Acta de Infracción Nro. 134-2011 
donde se habría señalado que COBRA mantiene contrato de locación de servicios por el que 
presta servicio de instalación mantenimiento y reparación de servicios respecto a los servicios 
que brinda Telefónica de telefonía fija, móvil, por cable, internet y otros productos. A partir de 
ello, la AAT señala que COBRA realiza labor de telecomunicaciones enmarcadas en el artículo 13 
del T.U.O de la Ley de Telecomunicaciones sobre servicios finales. No obstante, la AAT se limita 
a citar el artículo 13 de la Ley de Telecomunicaciones sin desarrollar por qué estas actividades 
desarrolladas por COBRA califican dentro de los servicios finales.  

No debe de perderse de vista que, como expresamente refiere el Acta de Infracción Nro. 134-
2011, COBRA no provee el servicio, sino que se encarga de la instalación, mantenimiento y 
reparación de los servicios que son brindados por Telefónica, dentro de los que se incluyen a los 
servicios de telefonía fija, móvil, entre otros. Y, como refiere el art. 13 de la Ley de 
Telecomunicaciones, los servicios de telefonía NO consisten en hacer reparaciones, 
mantenimiento o instalaciones, sino en proveer el servicio en su capacidad completa. Así pues, 
es evidente que, el solo citado del artículo 13 del TUO de la Ley de Telecomunicaciones resulta 
insuficiente para expresar bajo que fundamentos la administración ha entendido que COBRA 
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realiza servicios finales de Telecomunicaciones. Nuevamente, estamos frente a una motivación 
aparente e insuficiente. 

En pronunciamiento en grado de revisión (Resolución Directoral General Nro. 021-
2011/MTPE/2/14) 

La Resolución Directoral General Nro. 021-2011 señala en su considerando noveno y décimo lo 
siguiente. 

9. La doctrina considera, pues, que la motivación supone la exteriorización obligatoria 
de las razones que sirven de sustento a una resolución de la Administración, siendo un 
mecanismo que permite apreciar su grado de legitimidad y limitar la arbitrariedad de su 
actuación. Evidentemente, tal exigencia varia de intensidad según la clase de resolución, 
siendo claro que ella deberá ser más rigurosa cuando se trate, por ejemplo, de 
decisiones sancionadoras, como ocurre en el caso sub examine. 

10. De otro lado, tal motivación puede generarse previamente a la decisión – mediante 
los informes o dictámenes correspondientes – o concurrentemente con la resolución, 
esto es, puede elaborarse simultáneamente con la decisión. En cualquier caso, siempre 
deberá quedar consignada en la resolución. La Administración puede cumplir la 
exigencia de la motivación a través de la incorporación expresa, de modo escueto o 
extenso, de sus propias razones en los considerandos de la resolución, como también a 
través de la aceptación integra y exclusiva de los establecido en los dictámenes o 
informes previos emitidos por sus instancias consultivas en cuyo caso los hará suyos con 
mención expresa en el texto de la resolución, identificándolos adecuadamente por 
número, fecha y órgano emisor. 

Como se advierte del considerando decimo, la AAT sostiene que la motivación de su decisión 
puede hacerse incorporando expresamente en la resolución sus propias RAZONES en cada uno 
de sus considerandos o mediante la aceptación de LO ESTABLECIDO en los dictámenes o 
informes previos que acoge. Si se trata de la última formula, se debe hacer mención expresa en 
el texto de la resolución, identificándolo adecuadamente por número, fecha y órgano emisor.  

No obstante, advertimos una INCONGRUENCIA en lo señalado por la propia AAT. Nos 
explicamos, la AAT establece dos caminos o vías para una adecuada motivación. 

- Vía Nro. 1: Realizar la motivación del decisorio explicitando las razones en cada uno de 
los considerandos de la resolución. Lo cual cobra especial importancia en casos como el 
presente, sobre un procedimiento administrativo sancionador. 

- Vía Nro. 2: Realizar la motivación del decisorio acogiendo LO ESTABLECIDO en 
dictámenes o informes previos emitidos por otras instancias, bastando identificar la 
resolución en número, fecha y órgano emisor. Lo que es lo mismo, repetir textos 
expresos de resoluciones sin mayor fundamento. 

Evidentemente, la AAT opto por la segunda vía al acoger expresamente fundamentos de otras 
instancias sobre los cuales hizo citas textuales para concluir que las empresas emplazadas por 
SITENTEL realizan labores de telefonía y, por ello, pueden negociar colectivamente por rama de 
actividad. No obstante, haciendo un recuento de las citas hechas por la AAT a sendas actas de 
infracción e informes, advertimos que en ellas no se advierte más que HECHOS que, además, 
como hemos desarrollado, no son una presunción IURE ET DE IURE, sino IURIS TANTUM. 

Siendo ello así, la contradicción es evidente. Los hechos NO se establecen, sino que se 
CONSTATAN o se verifican. En cada una de las citas que hace la AAT en sus pronunciamientos, 
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respecto a actas de infracción e informes anteriores, se describen hechos mas no un 
razonamiento o fundamentación por la cual se haya establecido determinada conclusión. 

A modo de ejemplo, en la Resolución Directoral General Nro. 021-2011/MTPE/2/14 expedida en 
el procedimiento administrativo sub examine, tenemos que la AAT trae a colación el Informe de 
actuación inspectiva (O.I. 6937-2009-MTPE/2/12.3), donde se lee lo siguiente respecto a la 
empresa EMERSON. 

“A la documentación indicada se debe agregar lo siguiente: de acuerdo a la propia 
manifestación del señor Belleza Payano, Apoderado de la inspeccionada, se indicó que 
los servicios que presta a su empleador se refieren al mantenimiento de equipos de 
climatización, refrigeración, así como reparación y mantenimiento de voltajes de los 
equipos de telecomunicaciones (…).” 

Como se advierte del fundamento precitado, el Informe de actuación inspectiva NO establece 
nada, sino que únicamente CONSTATA la declaración o manifestación hecha por el apoderado 
de la empresa Sr. Belleza Payano. Con lo cual, la AAT al resolver el recurso de revisión de la 
empresa EMERSON incurre en una motivación contradictoria, puesto que no acoge 
íntegramente NINGUN fundamento de resoluciones anteriores de otras instancias donde se 
haya establecido alguna decisión.  

Ciertamente, si la AAT pretendía motivar adecuadamente, lo que debió haber hecho es acoger 
los hechos constatados por otras instancias administrativas y fundamentar como es que, a partir 
de tales hechos, se concluye la decisión adoptada. Al no haberlo realizado de esta manera, la 
AAT incurre tanto en una motivación contradictoria por los motivos expuestos, como en una 
motivación insuficiente. 

Por otra parte, advertimos vicios en cuanto a la valoración de pruebas ofrecidas como en el caso 
de la falta de valoración del mérito al oficio solicitado por COBRA en su recurso de revisión en 
los términos siguientes. 

“3) El mérito del informe que deberá solicitar la Autoridad Administrativa del 
Trabajo al Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones 
OSIPTEL, a efectos que esa institución declare si las actividades que realiza 
COBRA constituyen actividades de Telecomunicación, al amparo de lo expuesto 
por la Ley de Telecomunicaciones y su reglamento.” 

Este oficio solicitado por COBRA no mereció ningún pronunciamiento de la administración al 
momento de resolver, lo cual supone afectar el derecho a probar de la referida empresa y, más 
aun, la falta de observancia de la administración al principio de verdad material bajo el cual la 
administración debe de verificar los hechos que sirven de motivo a sus decisiones adoptando 
medidas probatorias sean o no propuestas por los administrados (numeral 1.11 del artículo IV 
del Título Preliminar del T.U.O de la LPAG). 

Cabe mencionar que, no estamos afirmando que la AAT debió admitir el oficio referido 
planteado por COBRA disponiendo su ejecución, pero si debió emitir pronunciamiento al 
respecto sea para admitir el oficio, declararlo inadmisible o improcedente.  

En este sentido, queda evidenciado la falta de motivación suficiente en que ha incurrido la AAT 
en sus pronunciamientos, así como los criterios que debió observar la AAT a fin de fundamentar 
adecuadamente su decisión. 
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3.2 ¿Cómo se establece una válida negociación colectiva a nivel de rama de 

actividad?  

 

3.2.1 Respecto a la imperativa necesidad de analizar los conceptos de 

representatividad, capacidad jurídica, legitimidad y representación a fin de 

validar el inicio de la negociación colectiva por rama de actividad 

 

Sobre el particular, es preciso advertir que nuestro ordenamiento jurídico laboral se adscribe al 

sistema de pluralidad sindical. Villavicencio nos señala que las estructuras sindicales 

predominantes en la actualidad en el mundo son los sindicatos de rama de actividad y de 

empresa (2010: 107). De igual modo, agrega el precitado autor que, bajo estas estructuras 

sindicales, los diferentes ordenamientos jurídicos existentes en el mundo han optado y, por 

tanto, establecido, básicamente, tres categorías que definen a sus sistemas de relaciones 

laborales a partir de la forma como se estructura la representación de los trabajadores.  

Así pues, Villavicencio nos dice que estos sistemas pueden enunciarse de la siguiente manera. 

El primero, llamado de unicidad sindical que ocurre cuando se tiene un sindicato por cada 

ámbito bajo disposición del Estado. El segundo, llamado de unidad sindical cuando es la voluntad 

de los trabajadores la que determina su agrupación en una sola organización sindical fuerte y 

eficiente en términos de su accionar sindical (ocurre en Uruguay, Inglaterra, entre otros). El 

último, denominado pluralidad sindical, que ocurre cuando la legislación permite la constitución 

de diferentes organizaciones sindicales en un mismo ámbito, como es el caso de nuestra 

legislación (2010:107). 

A tal respecto la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema 

de la República (2021) nos señala lo siguiente. 

j. También es importante precisar que en nuestra legislación laboral -desde el artículo 

28° de la Constitución Política del Perú- se ha consagrado el régimen de pluralidad 

sindical, es decir, se permite la coexistencia de varios sindicatos en una misma empresa 

(u otro sistema de relaciones laborales), pues se entiende que el derecho de libertad 

sindical que asiste a todos los trabajadores implica poder crear tantas organizaciones 

como intereses pretendan defender. [lo destacado es mío] 

Es oportuno mencionar que, este sistema de pluralidad sindical, resulta plenamente acorde con 

el Convenio 87 de la OIT que, en su artículo 2º, nos dice que se puede constituir las 

organizaciones que se estimen convenientes, así como afiliarse a estas organizaciones. Así pues, 

la Oficina Internacional de Trabajo de la OIT nos señala, con relación al Convenio 87 de la OIT y 

su correcta aplicación por los Estados, lo siguiente. 

“315. El derecho de los trabajadores a constituir las organizaciones que estimen 

convenientes implica, en particular, la posibilidad efectiva de crear – si los trabajadores 

así lo desean – más de una organización de trabajadores por empresa.” [el destacado 

es mío]  
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Como se advierte del considerando precedente, la OIT valida que los trabajadores al constituir 

las organizaciones que estimen convenientes, puedan crear más de una organización de 

trabajadores (sindicato) por empresa, cual es el sistema que adopta nuestra legislación laboral 

vigente (pluralidad sindical).  

Ahora bien, la propia OIT agrega que, este sistema de pluralidad sindical, aunque acorde al 

artículo 2º del Convenio 87, no resulta del todo conveniente al momento de fomentar la 

negociación colectiva, puesto que, al tenerse varios sindicatos disgregados, estos pierden fuerza 

en la negociación. De allí que se invoque a los Estados a que alienten a los sindicatos para que 

se asocien y formen organizaciones fuertes y unidas.  

Así pues, la OIT ha señalado que aun cuando los trabajadores persigan tener un único sindicato 

representativo, esto NO puede ser impuesto por el Estado. Si bien es valorable que los Estados 

persigan dar fuerza a los sindicatos evitando una multiplicidad de ellos dentro de un mismo 

ámbito, es preferible que el rol del Estado se limite al fomento a las organizaciones sindicales a 

que se asocien voluntariamente en grandes y fuertes unidades sindicales. Una imposición estatal 

de unificación de los sindicatos priva a los trabajadores de sus derechos sindicales ampliamente 

reconocidos en convenios internacionales sobre la materia (2006: 71) 

Bajo este orden de ideas, advertimos que mientras la pluralidad sindical resulta acorde al 

Convenio 87 de la OIT y la unidad sindical debe alentarse como señala la propia OIT; por el 

contrario, la unicidad sindical (impuesta por los Estados) resulta contraria al Convenio 87 de la 

OIT y debe, por tanto, quedar proscrita.  

Al respecto, Villavicencio nos dice que la discusión gira, centralmente, en torno a estos dos 

modelos antes referidos, de sindicato único o de pluralidad sindical. En el primero se garantiza 

la mayor efectividad de la actividad sindical al tenerse un único sindicato fuerte. En el segundo, 

se garantiza la libertad a los trabajadores a formar y afiliarse a las organizaciones sindicales que 

desees, es por así decirlo, más democrática. Así pues, si bien lo deseable es la unidad sindical, 

nuevamente, esta debe provenir de lo que los trabajadores deseen, sin limitar sus posibilidades 

de acción. En suma, la unicidad sindical está prohibida, se desea la unidad y la pluralidad sindicar 

debe ser posible (2010: 108). 

Como se advierte de la cita precedente, Villavicencio siguiendo la línea interpretativa de la 

Oficina Internacional de Trabajo de la OIT, nos dice que optar entre un sistema de unidad sindical 

o de pluralismo sindical compete siempre a los trabajadores y no al Estado. Cuando el Estado 

determina que solo debe existir una organización sindical en el ámbito respectivo, se produce la 

unicidad sindical que es contrario al deber de permitir que se formen las organizaciones 

sindicales que se estimen convenientes y que los trabajadores se afilien a estas. 

En este orden de ideas, conforme hemos desarrollado precedentemente, se hace necesario que 

bajo un sistema de pluralidad sindical como el nuestro, se aliente a que los sindicatos se asocien 

voluntariamente y formen una organización fuerte y unida a fin de que se procure una real 

negociación colectiva, vale decir, una negociación colectiva que sea eficiente, pues si existen 

varios pequeños sindicatos negociando de manera independiente, el poder de negociación se 

diluye y se ve disminuido.  Para evitar tal efecto, nuestra legislación laboral emplea la figura de 

la mayor representatividad. 
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Villavicencio nos señala que, a fin de determinar la mayor representatividad, se ha adoptado 

diferentes criterios objetivos en el derecho comparado. En Estados Unidos se emplea, por 

ejemplo, un solo criterio de selección (elección directa del sindicato por los trabajadores de la 

empresa); en otros países, en cambio, se utiliza más de un criterio para determinar la mayor 

representatividad, por ejemplo, en el sistema francés se combina criterios objetivos como 

antigüedad, afiliación, audiencia sindical, independencia, volumen de cotizaciones y la actitud 

patriótica durante la ocupación alemana (2010: 161-162).  

En nuestro ordenamiento jurídico laboral vigente, el criterio objetivo por el cual se determina a 

la organización sindical más representativa viene dado por el número de afiliados. Así pues, un 

sindicato en función a su número de trabajadores afiliados tendrá la representatividad absoluta 

o erga omnes; o, por el contrario, tendrá la representatividad limitada. El artículo 9° de la LRCT 

nos aclara el panorama. 

Artículo 9.- En materia de negociación colectiva, el sindicato que afilie a la mayoría 

absoluta de los trabajadores comprendidos dentro de su ámbito asume la 

representación de la totalidad de los mismos, aunque no se encuentren afiliados. 

De existir varios sindicatos dentro de un mismo ámbito, podrán ejercer conjuntamente 

la representación de la totalidad de los trabajadores los sindicatos que afilien en 

conjunto a más de la mitad de ellos. 

En tal caso, los sindicatos determinarán la forma en que ejercerán esa representación, 

sea a prorrata, proporcional al número de afiliados, o encomendada a uno de los 

sindicatos. De no haber acuerdo, cada sindicato representa únicamente a sus afiliados. 

Como se advierte de la norma precitada, la regla general es que el sindicato que afilia a la 

mayoría absoluta (esto es, la mitad del número de trabajadores más uno) de trabajadores dentro 

de su ámbito ejerce la representación erga omnes (afiliados como no afiliados). Posteriormente, 

reconociendo la pluralidad sindical y fomentando una eficiente negociación colectiva, el 

legislador señala que en caso NO exista un sindicato mayoritario, los sindicatos minoritarios 

pueden asociarse a fin de representar a la totalidad de trabajadores, siempre que se cumpla con 

la regla general, es decir, que el número de afiliados de los sindicatos asociados, en conjunto, 

constituyan la mayoría absoluta de trabajadores del ámbito respectivo. Para el caso de las 

negociaciones colectivas de rama de actividad, las reglas de representatividad están previstas 

en el artículo 46° de la LRCT. 

De esta manera, el legislador procura cumplir con alentar a que las organizaciones sindicales 

formen una organización unida y fuerte al regular la posibilidad de que los sindicatos, pese a ser 

minoritarios, puedan asociarse a fin de negociar con representatividad absoluta.  

Por lo expuesto, la mayor representatividad puede ser entendida como la herramienta por la 

cual se concilia al sistema de pluralidad sindical con el deber de fomentar una efectiva 

negociación colectiva. Sin la fórmula de la mayor representatividad, un sistema como la 

pluralidad sindical resultaría contrario al deber de fomento de la negociación colectiva, pues nos 

llevaría a una situación donde tendríamos organizaciones sindicales atomizadas que negocian a 
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título individual con una capacidad de negociación disminuida. Es así que, nuestro sistema 

jurídico adopta el sistema de la mayor representatividad como una “solución intermedia” como 

lo refiere el propio Tribunal Constitucional (2014). 

14. Por otro lado, también se ha establecido el "sistema de mayor representación" para 

iniciar la negociación colectiva, según el cual se otorga al sindicato que afilie a la mayoría 

absoluta de los trabajadores dentro de su ámbito, la representación de la totalidad de 

los trabajadores, incluso de los trabajadores no sindicalizados; o la representación al 

conjunto de sindicato que sumado afilien a más de la mitad de los trabajadores (artículo 

9° del Decreto Supremo N.0 010-2003-TR). 

15. Todo ello es así a fin de asegurar la defensa de los intereses de los trabajadores, 

confiando determinadas funciones únicamente a los sindicatos mayoritarios. De esta 

manera, la institución de la "mayor representatividad sindical" aparece como una 

solución intermedia entre el respeto a la pluralidad sindical, es decir, el igual 

tratamiento de los sindicatos, conforme al derecho de libertad sindical; y el 

fortalecimiento de la efectividad en la protección de los intereses de los trabajadores. 

[el destacado es mío]  

Ahora bien, el hecho de que un sindicato tenga la mayor representatividad y, por tanto, negocie 

con eficacia erga omnes no es óbice para sostener que, aquellos sindicatos con 

representatividad limitada, pierden su capacidad negocial. Al respecto, el recordado maestro 

Javier Neves nos señala que la eficacia personal puede ser general o limitada. Para que ocurra 

lo primero, el sindicato debe tener legitimidad negocial absoluta, entendida como aptitud 

específica para pactar convenios colectivos, lo cual se logra cuando aquel afilia a la mayoría 

absoluta de trabajadores en el ámbito donde se desenvuelve la negociación. Si no tiene esta 

legitimidad negocial absoluta, el sindicato negociará con eficacia personal limitada por tratarse 

de una organización minoritaria (2018:61). 

Como advierte el maestro Neves, mientras la capacidad negocial es la aptitud genérica para 

celebrar convenios colectivos; la legitimidad negocial, por su parte, es la aptitud específica para 

celebrar un convenio colectivo. De allí que, un convenio colectivo tendrá eficacia personal 

general cuando el sindicato que lo pacte tenga la legitimidad negocial correspondiente que, 

conforme a nuestro ordenamiento, se adquiere al tener la mayoría absoluta de trabajadores 

afiliados dentro del ámbito en que se negocia. En cambio, si la organización sindical que pacta 

el convenio colectivo NO tiene esta legitimidad negocial necesaria y, por el contrario, se trata de 

un sindicato minoritario, SÍ podrá celebrar convenio colectivo en el ámbito que corresponda, 

pero la eficacia del acuerdo será limitada a sus afiliados. 

Así las cosas, si bien los conceptos de representatividad y legitimación se encuentran 

estrechamente ligados, los mismos no pueden ser confundidos y, menos aún, equipararse al 

concepto de capacidad negocial. Mientras toda organización sindical válidamente constituida 

ostenta capacidad negocial (facultad para celebrar convenios colectivos), no todas tienen 

siempre la legitimidad negocial suficiente.  
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Boza Pro nos aclara el panorama y señala que, cualquier organización sindical constituida 

conforme a Ley tiene capacidad negocial, pero ello no implica que se encuentre legitimada para 

negociar en cada caso particular. Ello solo ocurrirá en la medida que, además, goce de 

determinada representatividad. Así pues, la representatividad se obtiene conforme a variados 

criterios de legitimación. Puede ser que se trate del sindicato ganador de unas elecciones 

sindicales; el que elijan los trabajadores en cada ocasión de la correspondiente unidad de 

negociación; el más representativo; entre otros. Nuestra legislación adopta el criterio de mayor 

representatividad o, en otras palabras, el que afilia a la mayoría de trabajadores (2011:80). 

Conforme señala el precitado autor, la representatividad es el criterio bajo el cual se determina 

si además de la capacidad negocial, un sindicato cuenta o no con la legitimidad necesaria. Añade 

a ello el precitado autor que, cuando nos referimos a capacidad de negociación, debemos 

remitirnos al artículo 47° de la LRCT; y, cuando nos refiramos a la legitimidad de empresa o de 

rama de actividad, debemos remitirnos a los artículos 9° y 46° de la LRCT respectivamente (2011: 

80).  

Así pues, el artículo 47° de la LRCT nos señala lo siguiente. 

Artículo 47.- Tendrán capacidad para negociar colectivamente en representación de los 

trabajadores: 

a) En las convenciones colectivas de empresa, el sindicato respectivo o, a falta de este, 

los representantes expresamente elegidos por la mayoría absoluta de trabajadores. 

b) En las convenciones por rama de actividad o gremio, la organización sindical o 

conjunto de ellas de la rama o gremio correspondiente. 

La representación de los trabajadores en todo ámbito de negociación estará a cargo de 

una comisión constituida por no menos de tres (3) ni más de doce (12) miembros plenos, 

cuyo número se regulará en atención al ámbito de aplicación de la convención y en 

proporción al número de trabajadores comprendidos. En los casos que corresponda, la 

comisión incluye a los dos (2) delegados previstos por el artículo 15 de la presente 

norma. 

Por su parte, el artículo 46° de la LRCT nos refiere lo siguiente. 

Artículo 46.- Para que el producto de una negociación colectiva por rama de actividad o 

gremio tenga efectos generales para todos los trabajadores del ámbito, se requiere que 

la organización sindical u organizaciones sindicales representen a la mayoría de las 

empresas y trabajadores de la actividad o gremio respectivo, en el ámbito local, regional 

o nacional, y que sean convocadas, directa o indirectamente, todas las empresas 

respectivas. 

En caso no se cumplan los requisitos de mayoría señalados en el párrafo anterior, el 

producto de la negociación colectiva, sea convenio o laudo arbitral, o excepcional por 

resolución administrativa, tiene una eficacia limitada a los trabajadores afiliados a la 
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organización u organizaciones sindicales correspondientes. De existir un nivel de 

negociación en determinada rama de actividad ésta mantendrá su vigencia. 

Como se advierte de las normas precitadas, tienen capacidad para negociar en representación 

de los trabajadores a nivel de rama de actividad, la organización o el conjunto de organizaciones 

sindicales que PERTENEZCAN A LA RAMA. Y, en cuanto a la legitimidad negocial, ello quedará 

sujeto a las reglas de la mayor representatividad que establece el artículo 46° antes citado. 

Ahora bien, el profesor Boza Pro analiza de manera acertada y adecuada como entran en juego 

las reglas de la capacidad negocial, representatividad y legitimidad con relación a una de las 

partes o sujetos colectivos, esto es, la organización sindical. No obstante, a efectos del presente 

informe, se hace necesario añadir el artículo 48° de la LRCT que establece la representación 

respecto al otro sujeto colectivo que aparece en el marco de la negociación, este es, el 

empleador. Y, a tal respecto, el referido artículo 48° de la LRCT señala lo siguiente. 

Artículo 48.- La representación de los empleadores estará a cargo: 

a) En las convenciones de empresa, del propio empresario o las personas que él designe. 

b) En las convenciones por rama de actividad o de gremio, de la organización 

representativa de los empleadores en la respectiva actividad económica y, de no 

existir ésta, de los representantes de los empleadores comprendidos. 

La comisión designada por los empleadores no podrá ser superior en número a la que 

corresponde a los trabajadores. [el destacado es mío]  

Como se advierte de la norma precitada, debe tenerse en cuenta a efectos de la negociación 

colectiva a nivel de rama de actividad que, la representación de la parte empleadora, vale decir, 

el INTERLOCUTOR VÁLIDO con quien negociará el sindicato de rama, no puede ser otro que la 

organización representativa de los empleadores en la respectiva actividad económica o, en su 

defecto, los representantes de los empleadores comprendidos, naturalmente, en la RESPECTIVA 

ACTIVIDAD ECONÓMICA. 

En este sentido, al analizar si se conforma una válida mesa de negociación, así como el alcance 

o eficacia que la negociación colectiva tendrá, se debe analizar de manera adecuada los 

conceptos de capacidad negocial, representatividad, legitimación y de representación tanto de 

la organización sindical como del empleador o empleadores. 

3.2.2 Del derecho a que se formen las organizaciones que se estimen convenientes y 

que se afilien a estas: el estatuto social de la empresa como límite 

infranqueable para determinar la representación, representatividad, 

capacidad negocial y legitimidad que ostenta un sindicato de rama 

 

En el capítulo precedente, en primer término, hemos desarrollado qué es el sistema de 

pluralidad sindical para, posteriormente, analizar los conceptos de representatividad, capacidad 
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negocial y legitimidad, los cuales constituyen criterios de observancia obligatoria a fin de 

advertir la válida conformación de las partes que negociaran colectivamente, así como el alcance 

que tendrá el convenio colectivo a celebrarse en cuanto a su eficacia (general o limitada). No 

obstante, escapó a nuestro análisis un punto previo, cual es determinar la correcta 

conformación de la organización sindical, vale decir, verificar si la afiliación sindical positiva ha 

sido ejercida válidamente por los afiliados; puesto que, solo reconociendo que quien pretende 

negociar colectivamente es una organización sindical que ejerce representación conforme a 

Derecho, podremos concluir o no que se trata de un interlocutor válido facultado a negociar 

bajo el ámbito que pretende, con la representatividad que tiene y con la legitimación necesaria. 

Así las cosas, respecto a la afiliación sindical positiva, en observancia al bloque de 

constitucionalidad, se hace necesario traer a colación el artículo 2 del Convenio 87 de la OIT que 

señala lo siguiente. 

“Artículo 2. Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización 

previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así 

como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los 

estatutos de las mismas” [el destacado es mío]. 

Como refiere la norma precitada, se regula la afiliación sindical positiva, esto es, el derecho de 

afiliarse libremente a las organizaciones que se estimen convenientes siempre y cuando se 

cumpla con la ÚNICA condición de observar el ESTATUTO de la organización a afiliarse. El 

maestro Neves3 nos señala que la afiliación a las organizaciones sindicales, en cuanto a su 

dimensión positiva, consiste en el derecho de los trabajadores a elegir afiliarse al sindicato que 

prefieran con el único límite o condición de observar sus estatutos. La dimensión negativa del 

derecho de afiliación consiste, contrario sensu, en el derecho de desafiliarse (2016: 21) 

En la misma línea, la Oficina Internacional de Trabajo de la OIT en la Conferencia Internacional 

de Trabajo 81º reunión ha señalado que, bajo la aplicación del art. 2 del Convenio 87 de la OIT, 

tanto trabajadores como empleadores pueden constituir las organizaciones que estimen 

convenientes, así como afiliarse a ellas, estando limitados en esto último por la única condición 

de observar los estatutos correspondientes (1994:39) 

Como se advierte del considerando precedente, el derecho de afiliación tiene como 

condicionante único la observancia de los estatutos de la organización a afiliarse. Así pues, 

ciertamente, el derecho de afiliación (en su aspecto positivo) es parte fundamental del ejercicio 

de la libertad sindical y tiene especial repercusión tanto en la libre determinación de la 

estructura de la organización sindical como en su composición. De allí que, solo en la medida 

que el trabajador reúna los requisitos establecidos en el Estatuto de la organización sindical, se 

hará posible que este pueda ejercer válidamente su libertad sindical en cuanto al derecho de 

afiliación positiva y, por tanto, el sindicato podrá actuar válidamente en su representación.  

En cuanto a la representación, recordemos que el artículo 8º de la LRCT nos señala de manera 

clara e indubitable cuáles son los fines y, sobre todo, las funciones que tienen las organizaciones 

sindicales. Así pues, el referido artículo señala lo siguiente. 

                                                           
3 Libro ebook de neves 



 
37 

Artículo 8.- Son fines y funciones de las organizaciones sindicales: 

a) Representar el conjunto de trabajadores comprendidos dentro de su ámbito, en los 
conflictos, controversias o reclamaciones de naturaleza colectiva. 

b) Celebrar convenciones colectivas de trabajo, exigir su cumplimiento y ejercer los 
derechos y acciones que de tales convenciones se originen. […] 

Como se advierte de la norma precitada, la organización sindical conforme ha sido constituida 

tiene por fin y función representar al conjunto de trabajadores dentro de su ámbito. De igual 

manera, celebra convenios colectivos. Siendo ello así, si un trabajador no puede formar parte 

de una organización sindical, puesto que no reúne las características que su Estatuto prescribe, 

luego no puede ser representado por la organización y, como consecuencia de ello, el Sindicato 

se encuentra imposibilitado de celebrar convenios colectivos en su nombre, así como de los 

demás fines que establece el precitado artículo 8º de la LRCT. 

A mayor abundamiento, el profesor Villavicencio desarrolla de mejor manera lo expuesto 

señalando que el hecho de que el estatuto del sindicato limite el derecho de afiliación no es 

óbice para que se establezcan requisitos discriminatorios, por lo que el estatuto debe establecer 

reglas respecto a la afiliación y expulsión a la organización sindical que procure evitar actos de 

discriminación. Así pues, se admite solo requisitos razonables acordes a Ley como la prohibición 

de la doble afiliación en el mismo ámbito, o, en el caso de los sindicatos de rama de actividad, 

que el que pretenda afiliarse cumpla con pertenecer a la rama en la que se ha constituido la 

organización sindical (2010:116). 

En este sentido, lo expuesto por el profesor Villavicencio condensa el planteamiento que hemos 

desarrollado en el presente acápite, esto es, que el Estatuto determina o limita la afiliación 

positiva y, con ello, el ejercicio válido de la libertad sindical, lo que implica, a su vez, la posibilidad 

de la organización sindical de actuar como un interlocutor válido. Si un trabajador no puede 

afiliarse a un Sindicato de rama por no desenvolverse en la actividad que representa la 

organización sindical, de igual manera, este Sindicato NO podrá negociar en representación de 

trabajadores que NO pertenecen a la rama de actividad. Es por ello que, Villavicencio nos dice 

que el Estatuto, al ser un limitante al ejercicio de la afiliación sindical, no puede sino tener 

condiciones objetivas, lo cual sería, para nuestro caso, la EXIGENCIA de la pertenencia del 

trabajador a la rama de actividad en la que se ha constituido la organización sindical. 

3.2.3 ¿Cuándo se considera que una empresa realiza actividad de 

telecomunicaciones? Y, por tanto, ¿tenía SITENTEL legitimidad para negociar 

por rama de actividad con las empresas contratistas? 

 

a) Marco teórico 

En el sub capítulo precedente, hemos establecido que, si los trabajadores afiliados a una 

organización sindical cumplen con los requisitos establecidos en su Estatuto, podrán ellos verse 

válidamente representados y, por lo tanto, el sindicato será un interlocutor válido al momento 

de iniciar una negociación colectiva en el ámbito que se pretenda. Así pues, en el caso que nos 
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ocupa, los requisitos fundamentales son dos: i) pertenecer a una empresa del sector 

telecomunicaciones y/o ii) pertenecer a una empresa del grupo Telefónica. 

Respecto al requisito de pertenecer a una empresa del grupo Telefónica, NO amerita mayor 

análisis toda vez que las partes durante el procedimiento administrativo no debatieron al 

respecto. Lo cierto es que, ninguna de las empresas emplazadas por SITENTEL pertenece al 

grupo de empresas de Telefónica, sino que se tratarían de empresas distintas. En cambio, 

respecto al requisito de determinar si las empresas emplazadas realizan actividad de 

telecomunicaciones, ello fue ampliamente debatido por las partes y merece el desarrollo que 

procedemos a exponer. 

A efectos del caso que nos ocupa, se hace necesario tener en consideración que, acorde al Texto 

Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones aprobado por Decreto Supremo Nº 013-93-

TCC (en adelante, LTel) se establece que las Telecomunicaciones se pueden clasificar en atención 

a dos criterios: i) por criterio técnico (art. 8 LTel); y, ii) por criterio de utilización y naturaleza del 

servicio (art. 9 LTel). De esta manera, la LTel prescribe lo siguiente. 

Artículo 8.- Las telecomunicaciones en el Perú técnicamente se orientan hacia el 

establecimiento de una Red Digital Integrada de Servicios y Sistemas. A este efecto los 

servicios de telecomunicaciones se clasifican en: 

a) Servicios Portadores. 

b) Teleservicios o Servicios Finales 

c) Servicios de Difusión  

d) Servicios de Valor Añadido 

Artículo 9.- En cuanto a la utilización y naturaleza del servicio, los servicios de 

telecomunicaciones se clasifican en: 

a) Públicos 

b) Privados 

c) De Radiodifusión: Privados de Interés Público  

Respecto a la clasificación de las actividades de Telecomunicaciones practicada por la LTel antes 

citada, el reconocido administrativista Dr. Diego Zegarra interpreta su contenido y nos explica 

que la LTel y su Reglamento (RTel, en adelante) clasifican a las telecomunicaciones desde un 

aspecto técnico conforme a la denominada Red Digital de Servicios Integrados (RDSI). Esta RDSI 

es la mejora o evolución de la Red de Telefonía básica digitalizada en su integridad en un único 

acceso de usuario que hace posible que entre terminales vinculados exista comunicación digital 

a alta velocidad. De allí que, la LTel explica, teniendo en cuenta el RDSI, que los servicios de 

telecomunicaciones son los de portadores, finales, de difusión y de valor añadido. Siendo los 

primeros necesariamente públicos y, el resto, puede ser público o privado conforme a su uso o 

naturaleza (2018:59). 
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De lo expuesto por el Dr. Zegarra se desprende que, la clasificación en función a criterios técnicos 

de las actividades de Telecomunicaciones toma como referencia a la Red Digital de Servicios 

Integrados. Así pues, los servicios de portadores que, como veremos posteriormente, aluden a 

la capacidad instalada necesaria para el transporte de los otros servicios que integran la 

actividad de telecomunicaciones (servicios finales, de difusión y de valor añadido), son 

necesariamente servicios públicos.  

En este orden de ideas, a partir de una lectura de la LTel y la RTel se clasifica al servicio de 

telecomunicaciones según criterio técnico conforme a lo siguiente. 

Servicio Portadores 

Conforme al artículo 10º de la LTel se define al servicio portadores de la manera siguiente. 

Artículo 10.- Se considera servicios de portadores a aquellos de 

Telecomunicaciones que proporcionan la capacidad necesaria para el transporte 

de señales que permiten la prestación de servicios finales, de difusión y de valor 

añadido. Estos servicios pueden ser desarrollados tanto por empresas privadas 

como por empresas conformantes de la actividad empresarial del Estado y 

requerirán de concesión expresa para su ejercicio. 

El RTel complementando la definición dada por la Ley, diferencia a los servicios portadores del 

sistema portador en sus artículos 30º y 31º4. Asimismo, el RTel nos aclara aún más el panorama 

al definirnos las modalidades que pueden adoptar los servicios de portadores conforme a lo 

siguiente. 

Artículo 33.- Modalidades de los servicios portadores 

       Las modalidades que pueden adoptar los servicios portadores son: 

1. Servicios que utilizan las redes de telecomunicaciones conmutadas para enlazar los 
puntos de terminación de red. Pertenecen a esta modalidad, entre otros, los servicios 
portadores para: servicios de conmutación de datos por paquetes, servicios de 
conmutación de circuitos, servicio telefónico o servicio télex. 

                                                           

4  Artículo 30.- Definición de servicios portadores. - Los servicios portadores son aquellos que utilizando la 

infraestructura del sistema portador, tienen la facultad de proporcionar la capacidad necesaria para el transporte y 
enrutamiento de las señales de comunicaciones, constituyendo el principal medio de interconexión entre los servicios y 
redes de telecomunicaciones. 

     Artículo 31.- Definición del sistema portador. - El sistema portador es el conjunto de medios de transmisión y 
conmutación que constituyen una red abierta a nivel nacional o internacional que tienen la facultad de proporcionar la 
capacidad y calidad suficiente para el transporte de señales de telecomunicaciones y para la interconexión de los 
servicios públicos de telecomunicaciones. 

     La interconexión entre redes operadas por diferentes concesionarios de distintos servicios públicos de 
telecomunicaciones, dentro del ámbito de una misma área urbana, será materia de acuerdo entre las empresas 
prestadoras de las redes que se interconectan. 
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2. Servicios que utilizan las redes de telecomunicaciones no conmutadas. Pertenecen a 
esta modalidad, entre otros, el servicio de arrendamiento de circuitos del tipo punto a 
punto y punto a multipunto. 

En este sentido, se advierte con mayor claridad a qué se refieren las normas de la materia con 
relación a la actividad de telecomunicaciones en cuanto a los servicios portadores. Para tal 
efecto, se debe tener en consideración el precitado artículo 33º que nos presenta un listado de 
actividades (aunque no es taxativo) que calificarían como de servicios portadores. 

Servicios Finales 

Al respecto, el artículo 13º de la LTel nos define a los servicios finales como “aquellos servicios 
de telecomunicaciones que proporcionan la capacidad completa que hace posible la 
comunicación entre usuarios”. Asimismo, la norma referida describe un listado no taxativo de 
actividades que quedarían comprendidos como servicios finales. 

- Servicio telefónico, fijo y móvil 
- Servicio télex 
- Servicio telegráfico (telegramas) 
- Servicio de radiocomunicación: radioaficionados, fijo, móvil y busca de personas. 

El RTel complementando la Ley nos señala que los servicios finales se clasifican en públicos y 
privados. Asimismo, se establece las modalidades en la prestación de los servicios finales que, 
conforme a su artículo 41º, 43º y 48º serían de la manera siguiente. 

- Fijos (terrestre, aeronáutico o por satélite) 
- Móviles (terrestre, aeronáutico, marítimo, por satélite) 

A mayor abundamiento, Zegarra nos refiere lo siguiente respecto a los servicios finales que son 
la suma de los servicios portadores con terminales en funcionamiento. Asimismo, nuestra 
legislación diferencia teleservicios o servicios finales de carácter público de los teleservicios o 
servicios finales privados. Para los primeros, su prestación requiere de la existencia de una 
concesión. Los segundos, solo requieren una autorización, permiso o licencia (2018:60). 

En este sentido, queda definido en rasgos generales a qué nos referimos cuando determinamos 
si una actividad es o no servicio final con relación a la actividad de telecomunicaciones. 

Servicios de difusión 

Zegarra nos señala que son servicio de difusión aquellos en donde la comunicación se efectúa 
en un único sentido con dirección a varios puntos de recepción. Comprende así, a los servicios 
de radiodifusión sonora o televisiva, distribución de radiodifusión por cable y circuito cerrado 
de televisión (2018: 60). De igual manera, el artículo 20º de la LTel nos refiere lo siguiente. 

Artículo 20.- Son servicio de difusión los servicios de telecomunicaciones en los que la 
comunicación se realiza en un solo sentido hacia varios puntos de recepción. 

      Se considera servicios de difusión entre otros, los siguientes: 

 a) Servicio de radiodifusión sonora 
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 b) Servicio de radiodifusión de televisión 

 c) Servicio de distribución de radiodifusión por cable. 

 d) Servicio de circuito cerrado de televisión. […] 

Finalmente, el RTel complementa la Ley en su artículo 94º señalando que los servicios de 
difusión pueden ser públicos según sean por cable (cable alámbrico u óptico; sistema de 
distribución multicanal multipunto; difusión directa por satélite), de música ambiental o 
cualquier otro que el Ministerio clasifique mediante resolución ministerial.  Asimismo, los 
servicios de difusión pueden ser privados, entendiéndose por tal “al servicio establecido por una 
persona natural o jurídica para satisfacer sus propias necesidades de difusión dentro de un área 
delimitada” (artículo 97º de la RTel). 

Servicios de Valor Añadido 

Al respecto, el artículo 29º de la LTel nos define a los servicios de valor añadido como “aquellos 
que utilizando como soporte servicios portadores o finales o de difusión, añaden alguna 
característica o facilidad al servicio que les sirve de base”. Asimismo, el referido artículo señala 
que se considera como servicio de valor añadido, entre otros, los siguientes. 

- Facsímil 
- Videotex 
- Teletexto 
- Teleacción 
- Telemando 
- Telealarma 
- Almacenamiento 
- Retransmisión de datos 
- Teleproceso 

En este sentido, hemos desarrollado la clasificación según criterios técnicos de la actividad del 
servicio de telecomunicaciones a fin de advertir qué actividades están comprendidas bajo su 
ámbito o sector productivo. En adición a ello, como advertimos anteriormente, los servicios de 
telecomunicaciones se clasifican también según su utilización y naturaleza. Zegarra desarrolla la 
clasificación referida en los siguientes términos. 

Servicios públicos 

Son aquellos declarados como tales por la RTel y que están a disposición del público en 
general y cuya utilización se efectúa a cambio del pago de una contraprestación. […] 

Servicios privados 

La LTel considera que son aquellos establecidos por una persona natural o jurídica para 
satisfacer sus propias necesidades de comunicación dentro del territorio nacional. Es 
decir, pertenecen a la esfera de la actividad de los particulares, por lo que no pueden 
ser brindados a terceros, salvo que para satisfacer el objeto social se tengan que 
suministrar servicios de valor añadido.  
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En este caso estamos frente al supuesto de entidades privadas que desarrollan un tipo 
de actividad (banco, empresas de seguridad), en el que requieren de la utilización de 
servicios de telecomunicaciones y, de ser el caso contar con infraestructuras propias 
(redes). 

Servicios privados de interés público 

Aunque separados del ámbito de los servicios públicos de telecomunicaciones, la LTel y 
RTel disponen que los servicios de radiodifusión sonora y los de televisión sean 
considerados servicios privados de interés público. […] (Zegarra 2018: 57-59) 

En este sentido, hemos definido cuándo se considera que una empresa realiza actividad de 
telecomunicaciones sea que se le entienda a partir de criterios técnicos o por su utilización y 
naturaleza. Cabe mencionar que, aunque la LTel y la RTel no presentan un listado taxativo de 
actividades, lo cierto es que desarrollan los criterios para determinar si una actividad productiva 
queda comprendida en el sector telecomunicaciones. Finalmente, en el siguiente acápite 
advertiremos si luego de la fundamentación desarrollada a lo largo del presente trabajo se 
puede o no admitir a SITENTEL como un interlocutor válido a efectos de poder iniciar un 
procedimiento de negociación colectiva o no. 

b) Postura del egresado frente al problema central: ¿Motivo con suficiencia la 

AAT respecto a si tenía SITENTEL legitimidad para negociar por rama de 

actividad con las empresas contratistas emplazadas?  

En el primer capítulo del presente informe, hemos desarrollado la correcta aplicación del 
principio de primacía de la realidad a fin de advertir si es que este ha sido empleado por la AAT 
bajo los estándares de la debida motivación. A lo cual, hemos concluido que la motivación 
empleada por la AAT es insuficiente, aparente e incongruente en determinados aspectos 
desarrollados en el presente informe. El motivo central de estos vicios de motivación reside en 
que la AAT partió de la premisa que las actas de infracción e informes tienen una presunción de 
certeza, lo cual, a nuestro criterio, no es cierto como hemos desarrollado ampliamente.  

Ahora bien, a fin de dar respuesta a este segundo problema jurídico presente en el expediente 
sub análisis, esto es, si SITENTEL tiene legitimidad negocial respecto a las empresas emplazadas 
a fin de negociar por rama de actividad, resulta necesario distinguir los conceptos de 
representatividad, capacidad negocial y legitimación. 

Es así que, a partir de los fundamentos expuestos precedentemente, hemos concluido que toda 
organización sindical válidamente constituida goza de capacidad negocial. La legitimidad 
negocial, en cambio, estará limitada por la representatividad que ostente la organización 
sindical. Así pues, en atención a la representatividad, las organizaciones sindicales pueden 
negociar con eficacia general o limitada ejerciendo la representación de sus afiliados y de 
aquellos a quienes resulte aplicable los acuerdos (convenios colectivos) que pacte. 

Aunado a ello, hemos concluido que, a fin de que se pueda dar el inicio de la negociación 
colectiva no basta con mirar a la organización sindical y la representación que ejerce, sino que 
también se debe mirar a la otra parte, esto es, al empleador. Así pues, el artículo 48 del T.U.O 
de la LRCT es sumamente claro al señalar que representan al empleador en una negociación 
colectiva por rama, la organización representativa de empleadores o los representantes de los 
empleadores comprendidos. 
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Así las cosas, en el presente caso, NO se discute si es que SITENTEL cuenta con capacidad 
negocial para iniciar negociación colectiva por rama de actividad, sino que se discute si se 
acredita la legitimidad negocial necesaria. Por tanto, no basta con mirar unidireccionalmente al 
sindicato como habría realizado, en nuestra opinión, la AAT, sino que se debe de observar el 
lado del empleador también. 

Desde el lado del empleador, se debe de advertir también su adecuada capacidad negocial, 
legitimación y correcta representación. Para ello, el eje central es el ESTATUTO de la 
organización sindical. Ciertamente, es el Estatuto el que determina si los trabajadores de una 
empresa pueden o no afiliarse al sindicato de rama. El Estatuto limita la libre afiliación positiva 
del trabajador a la organización sindical que estime conveniente. Si la empresa a la que 
pertenece el trabajador no reúne los requisitos establecidos por el Sindicato de rama, este no 
podrá afiliarse y, por tanto, no solamente el sindicato de rama no podrá representar al 
trabajador no afiliado, sino que además la empresa a la que pertenece el trabajador no podrá 
actuar en la negociación por no ser un representante comprendido en el ámbito de negociación 
del sindicato. 

Bajo este orden de ideas, corresponde acudir al Estatuto de SITENTEL. En dicho instrumental se 
establece expresamente lo siguiente. 

Artículo 15.- Son miembros del sindicato: Todos los trabajadores que prestan 
servicios en las empresas de Telefónica del Perú y en las del sector 
Telecomunicaciones, bajo las diferentes modalidades de contratación laboral, 
que acepten el presente Estatuto y soliciten su afiliación. También pueden ser 
miembros del Sindicato quienes laboren como personal directivo y/o de 
confianza. 

Como se advierte del artículo precitado, el Estatuto de SITENTEL limita la afiliación sindical a los 
trabajadores que presten servicios i) en las empresas de Telefónica del Perú; y, ii) en las 
empresas del sector Telecomunicaciones. Por tanto, a efectos de que se conforme el inicio de 
negociación colectiva observando la legitimidad necesaria corresponde ver si, del lado del 
empleador, las empresas emplazadas cumplen con ser parte de Telefónica del Perú o ser una 
empresa de Telecomunicaciones. 

Así pues, la LTel y su reglamento clasifican las actividades de telecomunicaciones según criterios 
técnicos (servicios portadores, finales, de difusión o de valor agregado) o según su utilización y 
naturaleza del servicio (privados, públicos, privados de interés público). En nuestro criterio, en 
aplicación del principio de verdad material, la AAT debió admitir y valorar todos los medios 
probatorios que sean conducentes a determinar el hecho central debatido en el presente 
procedimiento, este es, si las empresas emplazadas cumplen o no con el Estatuto de SITENTEL a 
fin de que se cumpla con la legitimidad necesaria de los sujetos colectivos.  

Dicho lo cual, entre los medios de prueba ofrecidos por las partes, se advierte que COBRA 
solicito, en su recurso de revisión, se oficie a OSIPTEL a que indique si la empresa pertenece o 
no al sector telecomunicaciones. De haberse admitido el referido oficio, se habría contado con 
mejores argumentos de convicción para disponer el inicio de la negociación colectiva sub 
examine. Tan es así que, posteriormente, las empresas emplazadas ofrecieron  el oficio 6570-
2012-MTC/27 por el cual la Dirección General de Concesiones en Comunicaciones del Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones concluyo que, a partir de la información proporcionada por 
las empresas, los servicios desarrollados por estas NO se configuran como servicios de 
telecomunicaciones. Por lo cual, bajo el análisis, en nuestro criterio, insuficiente de la AAT se dio 
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lugar a la incongruencia de tener a empresas que pese a no cumplir con pertenecer al sector de 
telecomunicaciones (como determino el MTC), deben iniciar negociación colectiva en dicha 
rama de actividad. 

En este sentido, hemos absuelto los problemas jurídicos identificados que han merecido 
posturas contrarias entre los sujetos colectivos y la AAT en el presente procedimiento de inicio 
de negociación colectiva. En el siguiente acápite procedemos a sintetizar las conclusiones a las 
que hemos arribado. 

IV CONCLUSIONES 

1. El principio de primacía de la realidad requiere de forma ineludible la ejecución por 
parte del operador jurídico o de la AAT de una constatación en los hechos. Es bajo esta 
constatación en los hechos que se puede advertir la existencia de una realidad material 
y otra formal, prefiriéndose la primera sobre la segunda. 

2. El principio de primacía de la realidad no es exclusivo del ámbito judicial a fin de 
identificar la existencia de vínculos laborales. 

3. Los informes de actuación inspectiva tienen el mismo valor probatorio que las actas de 
infracción. 

4. En cuanto a las actas de infracción, debe distinguirse los hechos constatados por los 
inspectores del resto de partes que integran el Acta. Solo los hechos merecen fe. 

5. La expresión merece fe, en realidad, alude a que los hechos constatados en el acta de 
infracción resultan ser documento público, mas no gozan de presunción de certeza, caso 
contrario se vulneraria la presunción de inocencia que gozan los administrados. 

6. Los estándares de la debida motivación implican que esta no puede ser insuficiente, 
aparente, incongruente o sustentarse en premisas erradas. De igual manera, la debida 
motivación supone la valoración integra de los medios de prueba y alegaciones de los 
administrados, ello no quiere decir que todas las pruebas tendrán el valor probatorio 
que las partes pretenden asignarle, sino que las pruebas serán valoradas o, de no serlo, 
el operador jurídico o autoridad administrativa desarrollara con suficiencia por que no 
valoro la prueba o alegación. 

7. Dado que el acta de infracción e informes no tienen presunción de certeza no cabe que 
estos se acojan como único motivo para sustentar el decisorio de la AAT. Correspondía, 
en cambio, que tanto las actas de infracción e informes sean valorados en forma 
conjunta con los medios de prueba de las partes, así como con sus alegaciones. 

8. De esta manera, la AAT vulnero la debida motivación al no realizar una valoración 
conjunta de las pruebas ofrecidas por las empresas emplazadas. Más aun, se advierte 
que la AAT realizo una motivación insuficiente, aparente, incongruente y con vicios en 
la motivación interna al momento de determinar el inicio de la negociación por rama de 
actividad.  

9. Los conceptos de representación, representatividad, capacidad negocial y legitimación 
son distintos y deben ser adecuadamente analizados bajo los estándares de la debida 
motivación a fin de determinar el valido inicio de la negociación colectiva, identificando 
adecuadamente a los sujetos colectivos legitimados: tanto empleador como 
organización sindical. 

10. El Estatuto de la organización sindical determina que trabajadores se pueden afiliar al 
sindicato. Tratándose de una negociación por rama de actividad, se debe analizar si la 
empresa empleadora del trabajador que pretende afiliarse a la organización sindical 
cumple con los requisitos de su Estatuto. En caso no los cumpla, el trabajador no se 
podrá afiliar al sindicato de rama; el sindicato no podrá emplazar a la empresa 
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empleadora y la empresa empleadora no podrá representar al trabajador en una 
negociación colectiva por rama frente a la organización sindical. 

11. Finalmente, bajo el principio de verdad material, corresponde que la AAT actúe la mayor 
cantidad de medios probatorios que permitan el mejor sustento de las premisas 
necesarias para fundamentar la conclusión a la que la AAT arribe. En el presente caso, 
esta valoración de medios probatorios debió apuntar a que la AAT determine con 
suficiencia, bajo los estándares de la debida motivación, si es que las empresas 
emplazadas cumplen o no con el Estatuto de SITENTEL a fin de que cuenten con 
legitimidad para ejercer representación en el inicio de una negociación colectiva por 
rama con el referido sindicato. 
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